
INFORME  DE  LA  COMISION  ESPECIAL
ENCARGADA DE TRAMITAR PROYECTOS DE
LEY RELACIONADOS CON LOS NIÑOS, NIÑAS
Y ADOLESCENTES,  recaído  en  el  proyecto  de
ley,  en primer trámite constitucional,  que crea la
Defensoría de los Derechos de la Niñez.

BOLETÍN Nº 10.584-07.
_______________________________________

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión  Especial encargada de tramitar
proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes,  tiene el
honor de informaros el  proyecto de ley de la referencia, en primer trámite
constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

- - - - - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El  inciso  segundo  del  artículo  8°  del  proyecto
reviste el carácter de ley de quórum calificado, en tanto asume los criterios
establecidos en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política
de la República para fijar la reserva o secreto de los actos y resoluciones de
la Defensoría de los Derechos de la Niñez,  así como sus fundamentos y
procedimientos. Tales criterios son el debido cumplimiento de las funciones
del órgano, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el
interés nacional.

Los incisos segundo y tercero del artículo 19 de la
iniciativa se relacionan con las  funciones y atribuciones de la  Contraloría
General de la República, en los términos del inciso primero del artículo 98 y
del inciso final del artículo 99 del texto constitucional. 

Lo  anterior,  en  tanto  el  referido  inciso  segundo
explicita  que  el  órgano  contralor  fiscalizará  a  la  Defensoría  en  lo  que
concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas, mientras
que el aludido inciso tercero, a su turno, excluye del trámite de toma de razón
a las resoluciones del Defensor de la Niñez. Ello, en concordancia con lo
resuelto  por  el  Tribunal  Constitucional  en  sus  sentencias  roles  Nos 45
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(considerandos 5° y 6°), 63 (considerando 4°), 384 (considerando 11°), 2.619
(considerando 26°) y 2.672 (considerando 7°), entre otras.

ARTÍCULOS QUE DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE
HACIENDA

El  inciso  final  del  artículo  18,  que  fija  la
remuneración bruta mensual del Defensor de la Niñez; el inciso primero del
artículo 19, que dispone la sujeción de la Defensoría de los Derechos de la
Niñez a las normas del Decreto Ley N° 1.236, de 1975, del Ministerio de
Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado; el artículo 20, que fija
la  composición  del  patrimonio  de  la  Defensoría;  y  el  Artículo  segundo
transitorio,  que  establece  que  el  mayor  gasto  fiscal  que  represente  la
aplicación  del  proyecto  de  ley  en  referencia  durante  el  primer  año
presupuestario  sea  financiado  mediante  transferencias  de  la  Partida  del
Tesoro Público de la Ley de Presupuestos respectiva, deben ser conocidos
por  la  Comisión de Hacienda,  ya que inciden en materias financieras del
Estado,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  17  de  la  ley  N°  18.918,
Orgánica  Constitucional  del  Congreso  Nacional  y  en  el  artículo  27  del
Reglamento del Senado.

- - - - - - - 

Durante  el  análisis  de  este  proyecto  de  ley,
vuestra Comisión Especial contó con la participación del Ministro Secretario
General  de  la  Presidencia,  señor  Nicolás  Eyzaguirre;  de  la  Secretaria
Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz; de
la Abogada Asesora del Consejo Nacional de la Infancia, señora Ana María
Moure; del Abogado especialista en temas de niñez y familia, señor Hernán
Fernández;  de  la  ex  Directora  del  Servicio  Nacional  de  Menores,  señora
Delia  Del  Gatto;  de la  representante  en Chile  de  la  UNICEF,  señora Hai
Kyung  Jun; del  Oficial  de  Protección  de  la  UNICEF  Chile,  señor  Anuar
Quesille;  del  Secretario  Adjunto  del  Bloque  por  la  Infancia,  señor  Jorge
Martínez; y de la Asesora del Ministro Secretario General de la Presidencia,
señora  Antonia  Urrejola.  Además,  asistieron  las  siguientes  personas  del
Consejo  Nacional  de  la  Infancia,  el  Jefe  de  Gabinete,  señor  Cristián
Rodríguez;  el  Jefe  de la  División Jurídica,  señor  Juan Carlos  Valdivia;  el
Asesor, señor Camilo Brauchy; la Asesora, señora Paula Bustamante y  el
Abogado, señor Hermes Ortega. 

Asimismo, se hace presente que asistieron como
oyentes  autorizados  por  el  Presidente  de  la  Comisión  las  siguientes
personas:

-  De la  Corporación  Opción:  la  Asesora,  señora
Francisca González y la Abogada, señora Camila Maza.
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- De la  Fundación Pléyades:  la  Responsable de
Investigación e Incidencia en Políticas Públicas, señora Anais Moraga.

- Del Instituto Nacional de Derechos Humanos: la
Abogada, señora Diana Maquilón.

- De la Fundación Mi Casa: la Directora Nacional
del  Programa de Adopción,  señora Raquel  Morales y el  Director  General,
señor Raúl Heck.

-  De  UNICEF  Chile:  la  Encargada  de
Comunicaciones, señora Ana María Ojeda.

- De la Fundación Integra: las Psicólogas, señoras
María Andrea Huerta y Camila Gutiérrez.

-  De  la  Fundación  Jaime  Guzmán:  la  Asesora,
señora María Teresa Urrutia.

De igual modo, se hace presente que asistieron a
la discusión general del proyecto en referencia el Abogado del Departamento
de Reinserción Social del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor
Francisco  Bustos;  la  Abogada  de  la  División  Jurídica  del  Ministerio  de
Justicia  y  Derechos  Humanos,  señora  Marcela  Aedo;  la  Directora  del
Observatorio Legislativo Cristiano, señora Marcela Aranda; la Presidenta de
la Asociación Gremial de Instituciones de Infancia y Adolescencia (AINFA),
señora  María  Eugenia  Pino;  la  Encargada  de  Comunicaciones  de  la
organización  de Investigación,  Formación y  Estudio  de  la  Mujer  (ISFEM),
señora María Inés Jara y la Vocera del Bloque por la Infancia, señora Nany
Gajardo.

Además, asistieron los Asesores de la Honorable
Senadora señora Van Rysselberghe, señor Pablo Urquízar;  del Honorable
Senador  señor  Ossandón,  señores  José  Huerta  y  Alberto  Jara;  de  la
Honorable Senadora señora Muñoz,  señor Leonardo Estradé-Brancoli;  del
Honorable  Senador  señor  Lagos,  señora  Leslie  Sánchez;  del  Comité
Demócrata Cristiano, señor Luis Espinoza; del Comité del Partido Socialista,
señor Rodrigo Márquez; del Centro de Estudios Legislativos Parlamentarios,
señora Yasna Bermúdez y señor Juan Briones; de Segpres, señora Lizzy
Seaman y señor Giovanni  Semería y la Investigadora de la Biblioteca del
Congreso Nacional, señora Paola Truffello.

OBJETIVOS DEL PROYECTO 
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Crear la Defensoría de los Derechos de la Niñez,
como  una  corporación  autónoma  de  derecho  público,  con  personalidad
jurídica  y  patrimonio  propio,  cuya  finalidad  sea  la  difusión,  promoción  y
protección  de los  derechos de los  niños y  niñas,  a  fin  de  que su  rol  de
persuasión sea fundamental para cumplir con los objetivos del sistema de
garantías de tales derechos, velando siempre por el interés superior de la
niñez.

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se
han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

a. Derecho Interno

1. Constitución Política de la República.

Artículo 8°.

2.-  Ley  N°  19.628,  sobre  protección  de  la  vida
privada.

3. Ley N° 20.285,  sobre acceso a la información
pública.

4.  Ley  N°  20.594,  que  crea  inhabilidades  para
condenados  por  delitos  sexuales  contra  menores  y  establece  registro  de
dichas inhabilidades.

5. Decreto con Fuerza de Ley N° 29,  de 2004,
del  Ministerio  de  Hacienda,  que  fija  texto  refundido,  coordinado  y
sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículos 61 y 87, letra a).

6. Código Orgánico de Tribunales.

Artículo 256, números 1°, 5°, 6°, 7° y 8°.

7.  Ley  N°  20.405,  del  Instituto  Nacional  de
Derechos Humanos.

Artículo 3, número 5.

8. Código Penal.
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Artículo 142 y párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°,
2° y 3° del Título VIII, ambos del Libro Segundo.

9.  Ley N°  20.880,  sobre  probidad de la  función
pública y prevención de los conflictos de intereses.

10. Decreto con Fuerza de Ley N° 1,  de 2001,
del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto, refundido,
coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de
Bases Generales de la Administración del Estado.

Título III.

11. Ley N° 19.882, que regula la nueva política de
personal a los funcionarios públicos que indica.

Título VI.

12.  Ley  N°  20.730,  que  regula  el  lobby  y  las
gestiones que representen intereses particulares y ante las autoridades y
funcionarios.

13. Decreto Ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio
de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado.

14. Código Civil.

Artículo 1.401.

15. Ley N° 16.271, sobre impuesto a la herencia,
asignaciones y donaciones.

b. Derecho Internacional

1.- Convención de Naciones Unidas sobre los
Derechos  del  Niño,  de  1989,  incorporada  a  nuestra  normativa  interna
mediante decreto supremo N° 830, del Ministerio de Relaciones Exteriores,
de 27 de septiembre de 1990.

2.-  Observaciones  Generales  del  Comité  de
Derechos del Niño de las Naciones Unidas a Chile de los años 2002
(considerando N° 13), 2007 (considerando N° 15) y 2014 (recomendación N°
19).
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II. ANTECEDENTES DE HECHO

1. Naturaleza de la Institución

S.E. la Presidenta de la República, en su calidad
de autora de la presente iniciativa, destaca que esta última tiene por finalidad
la creación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez (en adelante “la
Defensoría”)  como  una  corporación  autónoma  de  derecho  público,  con
personalidad  jurídica  y  patrimonio  propio,  lo  que  resulta  acorde  a  los
estándares internacionales en la materia.

En efecto, destaca que en el marco internacional,
sin excepción, se pone de relieve la independencia de la institución como
una de sus notas sustanciales. Por ese motivo, añade, el presente proyecto
de ley ha considerado especialmente relevante que el estatuto jurídico del
Defensor, su sistema de nombramiento y remoción, la estructura orgánica de
la institución y su financiamiento, así como sus funciones y potestades, estén
dotados de la máxima independencia y autonomía.

2. Objeto de la Defensoría

En  este  punto,  se  indica  que,  en  el  derecho
comparado,  las  Defensorías  se  definen  como  magistraturas  de  opinión  y
persuasión, es decir, su actividad es de influencia y de apoyo a los niños y
niñas, por lo que carecen de competencias de control vinculante, como las
de aquellos órganos que ejercen jurisdicción. 

Sin  embargo,  explica,  sus  funciones  no  son
meramente simbólicas o sin efecto jurídico alguno. En efecto, dado su rol en
el  marco  de  un  sistema  de  garantías  de  los  derechos  de  la  niñez,  sus
preguntas  deben  ser  absueltas  y  sus  solicitudes  tomadas  en  cuenta  por
aquellas instituciones públicas o privadas interpeladas por el Defensor.

De  ese  modo,  se  destaca  que  el  objeto  de  la
Defensoría será la difusión, promoción y protección de los derechos de los
niños y niñas. Por tanto, su rol será esencial para cumplir con la finalidad del
sistema de  garantías  de  derechos  de  la  niñez,  debiendo  ser  dicha  labor
efectuada velando siempre por el interés superior del niño.

3. Funciones y atribuciones

A  este  respecto,  el  Mensaje  expresa  que  de
acuerdo al rol de persuasión que asigna este proyecto de ley a la Defensoría,



7

se dispone que a esta última le corresponderá difundir, promover y defender
los derechos de los niños y niñas en el marco de la actuación de los órganos
del Estado y privados que tengan por objeto la promoción y efectividad de los
derechos de los niños y niñas. 

Para  el  cumplimiento  de  dicho  objetivo,  añade,
entre otras funciones y atribuciones, se le otorga la facultad de derivar las
peticiones  que  reciba,  realizando  recomendaciones  específicas  sobre  las
materias planteadas, emitir informes y recomendaciones a cualquier órgano
del  Estado,  así  como  visitar  centros  de  privación  de  libertad,  centros
residenciales de protección y cualquier lugar en que un niño permanezca
privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, todo lo cual le
permitirá  el cumplimiento de su objetivo.

Para  tal  finalidad,  explica,  en  el  proyecto  se
establecen  como  principios  rectores  que  orientarán  el  ejercicio  de  las
funciones y atribuciones de la Defensoría,  el  interés superior del  niño,  su
derecho a ser oído y el respeto de su autonomía progresiva.

Por  otra  parte,  se  establece  que  todas  las
actividades desarrolladas en el ejercicio de las funciones y atribuciones de la
Defensoría, se consignarán en un informe que se presentará anualmente. En
dicho  documento,  además,  se  contendrá  una  descripción  del  grado  de
cumplimiento, por parte de los órganos del Estado, de los requerimientos que
les haya formulado la Defensoría.

4. Organización

En cuanto  a  su  estructura  orgánica,  el  Mensaje
establece que la Defensoría estará encabezada por un Defensor, quien será
su director y representante legal.

Su  nombramiento  será  de  carácter  plural,
correspondiéndole participar al Instituto Nacional de Derechos Humanos y al
Senado, resguardándose así su autonomía del poder político. 

A su vez, agrega, la Defensoría  contará con un
Consejo  Consultivo  donde  estarán  representados  los  niños  y  niñas,  la
sociedad civil y los académicos. Este Consejo tendrá como principal función
asesorar al Defensor en todas aquellas cuestiones de su competencia que
requieran  para  su  adecuada  resolución  del  pronunciamiento  de  la
comunidad.
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Asimismo,  se  dispone que el  personal  se  regirá
por el Código del Trabajo, y que quienes desempeñen funciones directivas
serán seleccionados por concurso público efectuado por el Servicio Civil.

5. Financiamiento

Finalmente,  añade,  se  establecen  disposiciones
relativas al  patrimonio de la  institución,  el  que estará conformado por  los
aportes  que  anualmente  le  destine  la  Ley  de  Presupuestos  del  Sector
Público,  los  muebles  e  inmuebles  que  se  le  transfieran  o  adquiera,
donaciones, herencias y legados que se acepten con beneficio de inventario
y aportes de cooperación internacional.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO

El proyecto de ley en referencia está estructurado
sobre  la  base  de  veintiún  artículos  permanentes  y  dos  transitorios,
configurados en los siguientes términos.

I. Título I. Párrafo 1º. Artículo 1º

El artículo 1 es con el cual se inicia el articulado
del Título I (“Objetos y funciones”) y el Párrafo 1º (“Disposiciones Generales).

En dicho precepto,  se dispone la creación de la
Defensoría de los Derechos de la Niñez, como una corporación autónoma de
derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, estableciendo
su domicilio en la ciudad de Santiago.

II. Artículo 2º

En esta disposición, se establece el objeto de la
entidad en examen, fijándose que le corresponderá la difusión, promoción y
protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas que se
encuentren en el  territorio nacional,  reconocidos en la  Constitución, en la
Convención  sobre  los  Derechos  del  Niño,  en  los  demás  tratados
internacionales  ratificados  por  Chile  que  se  encuentren  vigentes  y  en  la
legislación nacional, velando por su interés superior, respecto de los órganos
estatales  y  privados  que  tengan  por  finalidad  principal  la  promoción  o
protección de tales derechos.

III. Artículo 3º
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Se fija la autonomía con la que desarrollará sus
funciones  la  Defensoría  respecto  de  las  instituciones  públicas  (inciso
primero).

No obstante ello, se habilita a dicho organismo a
ejercer  sus  atribuciones  en  coordinación  con  otros  órganos  del  Estado
vinculados a la protección y promoción de los derechos humanos (inciso
segundo).

IV. Párrafo 2º. Artículo 4º

En  este  precepto,  que  inicia  el  Párrafo  2º
(“Funciones y atribuciones”) del Título I, se efectúa un listado, de 15 letras,
en  las  cuales  se  contemplan  las  competencias  con  las  que  contará  la
Defensoría para llevar a cabo sus labores, a saber:

a)  Difundir, promover y defender los derechos de
los niños y niñas de acuerdo a lo que establece la presente ley.

b) Derivar  al  órgano  competente,  cuando
corresponda,  aquellas  peticiones  que  reciba  sobre  asuntos  que  se  le
formulen, dentro del ámbito de sus competencias.

En el  ejercicio  de esta atribución,  podrá  realizar
recomendaciones específicas sobre las materias objeto de las peticiones que
reciba, de conformidad a lo dispuesto por el literal f) de este artículo.

La Defensoría de la Niñez no podrá pronunciarse
sobre un asunto que se encuentre en trámite ante los Tribunales de Justicia
o ante  el órgano de la Administración del Estado competente. Sin embargo,
podrá efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o
emitir opiniones en relación con la materia de que se trate, de conformidad
con las letras f) y h) de este artículo.

c) Intermediar o servir de facilitador entre los niños
y niñas y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas
jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o
protección  de  derechos  de  los  niños  y  niñas,  cuando  haya  tomado
conocimiento,  de  oficio  o  a  petición  de  parte  de  actos  u  omisiones  que
pudieren vulnerar los derechos de los niños y niñas.

d) Observar y hacer seguimiento a la actuación de
los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de
derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de
derechos de los niños o niñas.
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e) Requerir antecedentes o informes a los órganos
de la Administración del  Estado o aquellas personas jurídicas de derecho
privado que tengan por  objeto  principal  la  promoción o  protección  de los
derechos  de  los  niños  y  niñas,  cuando,  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles
vulneraciones a los derechos de niños y niñas por actos u omisiones de las
entidades.

f) Emitir informes y recomendaciones que tengan
por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.

g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los
niños  y  niñas  ante  el  órgano  administrativo  o  judicial  competente,  según
corresponda, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.

h) Actuar como amicus curiae ante los tribunales
de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su
opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las
materias relativas a su competencia. La presentación de la opinión escrita no
conferirá  a  la  Defensoría  la  calidad de parte  ni  suspenderá  o  alterará  la
tramitación del procedimiento. 

i) Promover  el  cumplimiento  de  la  Convención
sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a
los derechos de los niños y niñas ratificados por Chile y que se encuentren
vigentes, en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.

j) Promover la adhesión o ratificación de tratados e
instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas.

k)  Visitar  los  centros  de  privación  de  libertad,
centros  residenciales  de  protección  y  cualquier  lugar  en  que  un  niño
permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado,
sin  perjuicio  de  las  facultades  de  los  demás  organismos  públicos
competentes en la materia, con los que deberá actuar coordinadamente.

l) Recoger,  facilitar  y  difundir  la  opinión  de  los
niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración.

m) Colaborar  con  el  Instituto  Nacional  de
Derechos Humanos, en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de
los informes que deba presentar a los órganos y comités especializados de
las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como
ante otras organizaciones internacionales.
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n) Celebrar  convenios  de  colaboración  y
cooperación  con  organismos  públicos  y  privados  nacionales  o
internacionales.

o) Las demás funciones y atribuciones que la ley
le otorgue.

V. Artículo 5º

En esta  disposición  se  establece  que  el  interés
superior  del  niño,  su derecho a ser  oído y su autonomía progresiva,  son
principios  rectores  que  la  Defensoría  siempre  deberá  considerar  en  sus
pronunciamientos.

VI. Artículo 6º

Establece que las presentaciones que se efectúen
por personas ante la Defensoría (las que deben ser derivadas por esta última
a los  organismos correspondientes),  no  obstarán el  ejercicio  de  acciones
legales  por  parte  de  aquéllas,  ni  suspenderá  o  interrumpirá  su  plazo  de
prescripción o caducidad.

VII. Artículo 7º

Dispone que las derivaciones o recomendaciones
realizadas  por  la  Defensoría,  serán  comunicadas  al  Jefe  Superior  del
Servicio o al representante legal de la entidad de derecho privado. Asimismo,
se habilita a dicho organismo a incluir tales actuaciones en su informe anual.

VIII. Artículo 8º

Determina  que  la  información  y  antecedentes
recibidos por la Defensoría no podrán ser empleados para fines ajenos a sus
competencias, debiendo respetar los derechos constitucionales y legales al
respecto,  especialmente  los  consagrados  en  la  ley  Nº  19.628,  sobre
protección de la vida privada (inciso primero).

Posteriormente,  se  asumen  los  criterios
establecidos en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política
de la República para fijar la reserva o secreto de los actos y resoluciones de
la Defensoría de los Derechos de la Niñez,  así como sus fundamentos y
procedimientos. Tales criterios son el debido cumplimiento de las funciones
del órgano, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el
interés nacional (inciso segundo).

IX. Título II.  Párrafo 1º.  Artículo 9º (numerado
como 10 en el texto del Mensaje)
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Con  este  precepto  se  inicia  el  Título  II
(“Organización) del proyecto, junto con su Párrafo 1º (“Organización interna”).

De ese modo, en tal artículo se establece que en
la organización interna de la Defensoría se seguirán tanto las disposiciones
del proyecto en referencia como la normativa que dicho órgano fije en sus
estatutos.  Estos  últimos  y  sus  modificaciones  serán  propuestos  por  el
Defensor  al  Presidente  de  la  República,  efectuándose  su  aprobación
mediante un decreto supremo expedido a través del  Ministerio  Secretaría
General de la Presidencia. Asimismo, se destaca que tales estatutos deberán
ajustarse  a  los  principios  internacionales  que  rigen  a  las  instituciones
nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.

X. Párrafo 2º. Artículo 10 (numerado como 11
en el texto del Mensaje)

Con  esta  disposición  comienza  el  articulado
referente al Párrafo 2º (“Del Defensor”) del Título II.

De ese modo, se fija que el Defensor de la Niñez
será  el  Director  y  representante  legal  de  la  Defensoría,  a  cargo  de  su
dirección y administración. Consecuentemente se establece que todas las
atribuciones encomendadas a dicho órgano le corresponderán al Defensor
(inciso primero).

La designación del Defensor se efectuará a partir
de  un  acuerdo  del  Senado,  adoptado  por  la  mayoría  absoluta  de  sus
miembros en ejercicio, a partir de una propuesta del Consejo Directivo del
Instituto  de  Derechos  Humanos,  previo  concurso  público.  Durante  dicho
procedimiento, se dispone que el aludido Consejo deba oír especialmente a
las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y
defensa de los derechos de los niños y niñas. Asimismo, se fija que en caso
de  que  el  candidato  sea  rechazado,  dicho  Consejo  deberá  efectuar  una
nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso (inciso segundo).

A su turno, se establece que la formalización del
nombramiento  se  realizará  mediante  decreto  supremo  expedido  por  el
Ministerio Secretaría General de la Presidencia (inciso tercero).

La  duración  del  Defensor  en  su  cargo  será  de
cinco  años,  no  pudiendo  ser  designado  para  un  nuevo  período  (inciso
cuarto).

Por  último,  se  dispone  que  los  estatutos  antes
aludidos fijarán la forma en que el Defensor designe a su subrogante y las
normas que lo regirán (inciso quinto).
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XI. Artículo 11 (numerado como 12 en el texto
del Mensaje)

Se  fijan  los  requisitos  para  ser  designado
Defensor, a saber:

a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.

b) No  encontrarse  sujeto  a  alguna  de  las
inhabilidades para ingresar a la Administración del Estado.

c) No encontrarse  inhabilitado  para  trabajar  con
niños ni figurar en el registro de inhabilitaciones para ejercer funciones en
ámbitos  educacionales  o  con  menores  de  edad,  que lleva  el  Servicio  de
Registro Civil e Identificación, en conformidad a la ley N° 20.594 que Crea
Inhabilidades  para  Condenados  por  Delitos  Sexuales  contra  Menores  y
Establece Registro de Dichas Inhabilidades.

d) Encontrarse  en  posesión  de  un  título
profesional y tener a lo menos cinco años de experiencia profesional.

e) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito
de la defensa de derechos de los niños y niñas.

XII. Artículo 12 (numerado como 13 en el texto
del Mensaje)

En  esta  disposición  se  establecen  las
incompatibilidades,  prohibiciones  y  causales  de  cesación  a  las  cuales  se
sujeta el Defensor de la Niñez.

Así, se dispone que no podrán ser Defensor, los
diputados, senadores, alcaldes, concejales, consejeros regionales, fiscales
del Ministerio Público, funcionarios de la Administración del Estado, ni  los
miembros de las Fuerzas Armadas de Orden y Seguridad Pública (inciso
primero).

Posteriormente,  se  establece  la  dedicación
exclusiva  que  reviste  el  cargo  de  Defensor.  En  esa  línea,  se  fija  la
incompatibilidad  de  las  labores  de  este  último  con  cualquier  actividad
profesional,  comercial  o laboral,  con la excepción de los cargos docentes
según lo dispuesto en la letra a) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley
N°  29  de  2004,  del  Ministerio  de  Hacienda,  que  fija  el  texto  refundido,
coordinado  y  sistematizado  de  la  ley  Nº  18.834,  Sobre  Estatuto
Administrativo; el ejercicio de los derechos que le atañen personalmente; la
percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable, y
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los  emolumentos  que  provengan  de  la  administración  de  su  patrimonio
(inciso segundo).

En seguida,  se dispone la  prohibición de que el
Defensor tome parte,  más allá de la emisión de su voto personal,  en las
elecciones populares o en los actos que las preceden. Asimismo, no podrá
participar en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o
efectuar  cualquier  actividad  de  la  misma  índole  dentro  de  la  Defensoría
(inciso tercero).

Por último, se establece que el Defensor deberá
cesar  en  las  actividades  incompatibles  previamente  reseñadas  antes  de
asumir el cargo. En caso de que la incompatibilidad se presente durante el
ejercicio de sus funciones, cesará en su cargo por el solo ministerio de la ley
(inciso cuarto). 

XIII. Artículo 13 (numerado como 14 en el texto
del Mensaje)

En primer lugar,  se dispone el  procedimiento de
remoción  del  Defensor  por  causa  de  inhabilidad  sobreviniente,  por  la
concurrencia de algunas de las hipótesis contempladas en los números 1°,
5°,  6°,  7° u 8°del  artículo 256 del  Código Orgánico de Tribunales1,  o por
negligencia manifiesta e inexcusable en el  ejercicio  de sus funciones.  En
efecto,  se  establece  que  tal  procedimiento  se  inicia  a  requerimiento  del
Senado, mediante acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en
ejercicio.  Dicho  requerimiento  será  conocido  por  el  pleno  de  la  Corte
Suprema  especialmente  convocado  al  efecto,  siendo  necesario  el  voto
conforme  de  la  mayoría  de  sus  miembros  en  ejercicio  para  acordar  la
remoción (inciso primero).

Posteriormente,  se  preceptúa  que  una  vez
removido el Defensor, se deberá proceder en el plazo más breve posible al
nombramiento de su sucesor, en conformidad con el procedimiento fijado en
el artículo 10 precedente (inciso segundo).

Asimismo, se dispone que el Defensor cesará en
el cargo al cumplir setenta y cinco años de edad (inciso tercero).

1  Art. 256. No pueden ser jueces:
    1° Los que se hallaren en interdicción por causa de demencia o prodigalidad;
    5º Los que de conformidad a la ley procesal penal, se hallaren acusados por crimen o simple delito o estuvieren
acogidos a la suspensión condicional del procedimiento. 
    6°  Los  que  hubieren  sido  condenados  por  crimen  o  simple  delito.  Esta  incapacidad  no  comprende  a  los
condenados por delito contra la seguridad interior del Estado;
    7° Los fallidos, a menos que hayan sido rehabilitados en conformidad a la ley, y
    8° Los que hayan recibido órdenes eclesiásticas mayores.
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A su vez, se establece que el Defensor no podrá
optar a cargos de elección popular sino después de transcurridos dos años
desde la cesación en sus funciones (inciso cuarto).

Por  último,  se  fija  que  el  Senado  declare  la
vacancia (en los casos de muerte o renuncia del Defensor) en cuanto tome
conocimiento de la circunstancia que la motiva, a contar de la fecha en que
haya ocurrido (inciso quinto).

XIV. Artículo 14 (numerado como 15 en el texto
del Mensaje)

En  esta  disposición  se  enumeran  las  funciones
que le corresponderán al Defensor, a saber:

a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, y
velar por el cumplimiento de sus objetivos.

b) Ejercer las funciones que le sean entregadas a
la Defensoría.

c)  Representar  judicial  y  extrajudicialmente  a  la
Defensoría.

d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de
la institución. Esta delegación deberá ser parcial y en materias específicas.

e) Las demás funciones y atribuciones que la ley
le otorgue.

XV. Artículo 15 (numerado como 16 en el texto
del Mensaje)

Fija  el  deber  del  Defensor  de  presentar
anualmente  un  informe  ante  el  Presidente  de  la  República,  el  Congreso
Nacional  y  el  Presidente  de  la  Corte  Suprema,  el  que  debe  contener  al
menos los siguientes elementos:

a) Las actividades desarrolladas, relacionadas al
cumplimiento de su mandato legal.

b) La situación nacional en materia de derechos
de los niños y niñas.

c) El  cumplimiento  efectivo  de  las  obligaciones
relativas  a  los  derechos  de  los  niños  y  niñas  por  parte  de  los  sujetos
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señalados  en  el  artículo  2°  de  la  presente  ley,  incluyendo  una  opinión
fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus
requerimientos.

d) El  estado  de  cumplimiento  de  las  solicitudes
que se realicen conforme a lo dispuesto en la letra e) del artículo 4° de la
presente ley; especialmente su omisión o retardo.

e) La  situación  de  los  niños  y  niñas  que  se
encuentran en centros de privación de libertad y centros residenciales de
protección, sea que reciban o no recursos por parte del Estado.

f) Las  recomendaciones  generales  que  estime
convenientes para el resguardo de los derechos de los niños y niñas.

De igual modo, se establece que el informe sea
público, debiendo difundirse a través de mecanismos idóneos que permitan
su conocimiento por la ciudadanía y, en especial, por parte de los niños y
niñas.

XVI. Artículo 16 (numerado como 17 en el texto
del Mensaje)

Se  fija  que  el  Defensor  no  podrá  intervenir  en
calidad de parte o perito en procedimientos judiciales o administrativos, sin
perjuicio  de  su  facultad  de  actuar  en  estos  últimos  como  amicus  curiae
(inciso primero).

A su vez, se determina como deber del Defensor
el denunciar cualquier crimen o simple delito cometido contra niños o niñas,
que conozca en el  ejercicio de sus funciones, ante el  órgano competente
(inciso segundo).

En la misma línea, el Defensor, además, deberá,
en caso de que tales hechos revistan el carácter de crímenes de genocidio,
de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas,
tráfico ilícito  de migrantes  o trata de personas,  poner  los antecedentes a
disposición del Instituto Nacional de Derechos Humanos a fin de que este
último organismo interponga la querella respectiva, o deduzca la acción de
protección o de amparo que sea necesaria (inciso tercero).

Finalmente,  se  dispone  de  una  facultad
extraordinaria al Defensor, habilitándolo a deducir querellas en causas que
produzcan  alarma  pública  y  exijan  pronta  solución  por  su  gravedad  y
relevancia para los derechos de los niños y niñas, siempre que se trate de
aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del
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Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código
Penal (inciso cuarto).

XVII.  Párrafo 3°.  Artículo  17 (numerado como
18 en el texto del Mensaje)

El presente artículo constituye la única disposición
del Párrafo 3° (“Del Consejo Consultivo”) del Título II.

En efecto, en tal precepto se contempla al Consejo
Consultivo como un órgano colegiado asesor del Defensor, conformado por
representantes de la sociedad civil, de organizaciones de niños y niñas y de
las universidades reconocidas por el Estado que se encuentren acreditadas,
para lo cual la Defensoría deberá llevar un registro de tales organizaciones.
Asimismo,  se establece que en los estatutos de este último órgano sean
fijados  los  requisitos  para  la  inscripción  en  tal  registro  y  la  manera  de
proceder  a  la  elección  e  integración  de  los  representantes  del  Consejo
(inciso primero).

A su vez, se dispone que este último organismo
asesorará al Defensor en todas aquellas cuestiones de su competencia que
requieran  del  pronunciamiento  de  la  sociedad  civil  para  su  adecuada
resolución, además de recibir y canalizar las opiniones y propuestas en torno
a la Defensoría y su rol (inciso segundo).

De  igual  forma,  los  estatutos  antes  aludidos
establecerán  los  mecanismos  y  formas  en  las  cuales  dicha  asesoría  se
realizará, destacándose, asimismo, que los consejeros desempeñarán sus
labores ad-honorem (inciso tercero).

XVIII. Título III. Artículo 18 (numerado como 19
en el texto del Mensaje)

Con  esta  disposición  comienza  el  Título  III
(“Personal y patrimonio”) de la iniciativa en examen.

Así,  se  establece  que  el  personal  que  preste
servicios para la Defensoría se regirá en conformidad al Código del Trabajo,
siéndoles aplicables, además, las normas de probidad contenidas en la ley
Nº  20.880  (“sobre  probidad  en  la  función  pública  y  prevención  de  los
conflictos de intereses”) y el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de
Bases  Generales  de  la  Administración  del  Estado,  debiendo  dejarse
constancia  de  ello  en  una  cláusula  de  los  respectivos  contratos  (inciso
primero).

Por  otra  parte,  se  dispone  que  quienes
desempeñen funciones directivas en el organismo, deban ser seleccionados
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a  través  de  un  concurso  público  realizado  por  el  Servicio  Civil,  de
conformidad con las normas que regulan los procesos de selección de la Alta
Dirección Pública, correspondiéndole al Defensor efectuar su nombramiento
(inciso segundo).

Asimismo,  se  establece  que  al  personal  de  la
Defensoría, además, le será aplicable lo preceptuado en el artículo 61 del
Estatuto  Administrativo,  referente  a  los  deberes  del  funcionario  (inciso
tercero).

De  igual  modo,  se  dispone  al  Defensor  como
sujeto pasivo de Lobby y gestiones de interés particular, debiendo asimismo
realizar  una  declaración  de  patrimonio  e  intereses  en  conformidad  a  la
aludida ley Nº 20.880 (inciso cuarto).

Finalmente,  se  establece  que  la  remuneración
bruta mensual del Defensor será equivalente a la de un Subsecretario de
Estado (inciso quinto).

XIX. Artículo 19 (numerado como 20 en el texto
del Mensaje)

Determina  el  cumplimiento,  por  parte  de  la
Defensoría, de las normas sobre Administración Financiera del Estado. De
igual forma, tal organismo deberá informar sobre el estado de sus ingresos y
gastos en su página web (inciso primero).

A  su  vez,  se  somete  a  la  Defensoría  a  la
fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a
su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas (inciso segundo).

Por  último,  se  eximen  a  las  resoluciones  del
Defensor del trámite de toma de razón efectuado por el mencionado órgano
contralor (inciso tercero).

XX. Artículo 20 (numerado como 21 en el texto
del Mensaje)
 

En  esta  disposición  se  enlistan  los  bienes  que
formarán parte del patrimonio de la Defensoría, a saber:

a) Los aportes que anualmente le destine la Ley
de Presupuestos del Sector Público.

b) Los  bienes  muebles  e  inmuebles  que  se
transfieran a la Defensoría o que ésta adquiera a cualquier título, y los frutos
de dichos bienes.
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c) Las  donaciones,  herencias  o  legados  que  le
hagan, las que estarán exentas del trámite de insinuación y del impuesto a
las herencias, asignaciones y donaciones.

d) Los aportes de cooperación internacional  que
reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.

XXI. Artículo 21 (numerado como 22 en el texto
del Mensaje)

Establece  que  los  actos  del  Defensor  que
requieran para su aprobación de decreto supremo se dictarán a través del
Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Disposiciones Transitorias

I. Artículo Primero

Se  dispone  que  la  entrada  en  vigencia  de  la
presente iniciativa comenzará luego de diez meses después de publicada en
el Diario Oficial (inciso primero).

A su vez, se establece que la primera designación
del Defensor se realizará a los sesenta días de la entrada en vigencia de la
ley (inciso segundo).

Posteriormente, se determina que la Defensoría se
entenderá legalmente constituida una vez que el primer Defensor haya sido
designado (inciso tercero).

Por  último,  se  fija  que  el  aludido  Consejo
Consultivo se constituirá  de conformidad a los estatutos de la Defensoría
(inciso cuarto).

II. Artículo Segundo

Finalmente, en esta disposición se establece que
el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la iniciativa en estudio
durante  el  primer  año  presupuestario  de  su  vigencia,  sea  financiado
mediante  transferencias  de  la  partida  de  Tesoro  Público  de  la  Ley  de
Presupuestos respectiva.

DISCUSIÓN EN GENERAL
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Exposición de la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la
Infancia

La  Secretaria  Ejecutiva  del  Consejo  Nacional
de la Infancia, señora María Estela Ortiz, inició su presentación señalando
que en 1990, el Estado de Chile ratificó la Convención sobre los Derechos
del  Niño, comprometiéndose a adoptar  todas las medidas administrativas,
legislativas y de cualquier índole necesarias para propender a dar efectividad
a los derechos reconocidos en la Convención.

Desde  entonces,  agregó,  el  país  ha  tomado
diversas medidas en esta dirección, indicando las siguientes:

- Igualdad de filiación.

- Obligatoriedad de enseñanza parvularia, primaria
y secundaria.

- Subsistema de Protección Integral a la Infancia
Chile Crece Contigo.

- Fortalecimiento de la protección a la maternidad.

- Política Nacional de Niñez (2000 - 2010).

- Justicia especializada en materias de familia.

-  Ratificación  de  protocolos  facultativos  de  la
Convención, relativos a participación de niños en conflictos armados (2003),
y a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la
pornografía (2003).

Posteriormente, expresó que durante el  presente
Gobierno,  a  su  vez,  se  han desplegado las  siguientes  acciones  sobre  el
particular:

- Elaboración y aprobación de la Política Nacional
de Infancia 2015-2025.

- Ingreso, en el año 2015, del proyecto de ley que
crea el Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez (Boletín N°10.315-18).
El cual pretende institucionalizar las funciones necesarias para asegurar el
respeto,  promoción  y  protección  del  desarrollo  físico,  mental,  espiritual,
moral, cultural y social de los niños, considerando, asimismo, al Defensor de
los Derechos de la Niñez entre las instituciones participantes del sistema. 



21

- En 2015, asimismo, se ingresa el proyecto de ley
que  crea  la  Subsecretaría  de  la  Niñez  (Boletín  N°10.314-06),  el  cual
incorpora un nuevo objeto –velar por los derechos de los niños, con el fin de
promover  y  proteger  su  ejercicio-  y  nuevas  funciones  al  Ministerio  de
Desarrollo Social. Junto al aludido organismo, se dispone la creación de dos
nuevos órganos de participación social, el Consejo de la Sociedad Civil de la
Niñez y el Consejo Nacional de los Niños.

Por otra parte, en lo que a la iniciativa en estudio
se refiere, indicó que el presente proyecto propone avanzar en la creación de
una institución nacional  de derechos humanos autónoma, que vele por la
difusión, promoción y protección de los derechos de los niños, tanto por parte
de los órganos del Estado como de aquellas personas jurídicas de derecho
privado vinculadas a estas materias.

Así, agregó, se pretende otorgar protagonismo y
visibilidad  a  una  temática  que  tiende  a  diluirse  frente  a  la  amplitud  de
problemáticas que se generan en materia de derechos humanos.

En  esa  línea,  resaltó  que  el  Comité  de  los
Derechos del Niño de Naciones Unidas recomendó a Chile –en 2002, 2007 y
2015-  la  creación  de  un  mecanismo independiente  y  eficaz  que  vigile  la
aplicación  de  la  Convención,  siguiendo  los  principios  de  las  instituciones
nacionales de promoción y protección de los derechos humanos (Principios
de París).

En efecto, explicó que desde el año 2007 se han
presentado diversas mociones parlamentarias que proponen la creación del
Defensor de la Niñez. De ese modo, subrayó que el proyecto en examen
reconoce tales  esfuerzos,  recogiendo,  asimismo,  las  recomendaciones de
UNICEF, nutriéndose, además, del diálogo con la sociedad civil.

Por  otro  lado,  en  lo  referente  al  marco
internacional  que  se  otorga  a  las  instituciones  nacionales  de  derechos
humanos, destacó dos características:

- Son órganos estatales a los que se confiere el
mandato  constitucional  o  legislativo  de proteger  y  promover  los  derechos
humanos.

- Son independientes y autónomos, forman parte
de la estructura del Estado, pero no están bajo la autoridad directa del Poder
Ejecutivo, del Poder Legislativo ni del Poder Judicial.

De  ese  modo,  expresó  que  los  Estados  tienen
derecho  a  elegir  el  marco  que  les  resulte  más  apropiado,  siempre  que
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cumplan las normas mínimas en cuanto a las funciones y responsabilidades
establecidas en los Principios de París.

En efecto,  señaló que no se impone un modelo
único para tales instituciones, sino que se considera y respeta su diversidad
y pluralidad al momento de su configuración, reconociendo las tradiciones
jurídicas específicas en las cuales se insertan.

Así,  explicó  que  los  sistemas  nacionales  de
protección  de  los  derechos  humanos  actúan  como  puente  entre  los
Gobiernos  y  la  sociedad  civil,  sirviendo  de  enlace  entre  las  normas
internacionales de derechos humanos y los ordenamientos internos.

En seguida, en lo que concierne al proyecto de ley
en referencia, resaltó que para el caso del Defensor de los Derechos de la
Niñez  que  la  iniciativa  propone  crear,  se  adopta  un  modelo  de  órgano
independiente, especializado y autónomo.

En seguida, indicó que algunos países atribuyen la
protección  y  promoción  de  los  derechos  de  los  niños  a  un  órgano
especializado  que  forma  parte  de  un  Ombudsperson  o  de  un  instituto
nacional de derechos humanos (ej. Argentina, Colombia), mientras que otros
contemplan  una  institución  especializada  y  diferenciada  (ej.  Noruega,
Australia, Perú, Reino Unido).

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  señaló  que  se
establece como deber del Defensor que se pretende crear la coordinación
tanto  con  el  Instituto  Nacional  de  Derechos  Humanos  como  con  otros
órganos  de  protección  de  tales  derechos  (para  asegurar  la  protección  y
promoción integral de los mismos).

Asimismo, se configura a la Defensoría como una
corporación  autónoma  de  derecho  público,  con  personalidad  jurídica  y
patrimonio propio.

En seguida, manifestó que el proyecto considera
especialmente  relevante  el  estatuto  jurídico  del  Defensor,  su  sistema  de
nombramiento  y  remoción,  la  estructura  orgánica  de  la  institución  y  su
financiamiento, así como sus funciones y potestades, a fin de dotarlo de la
máxima independencia y autonomía.

De  ese  modo,  agregó,  se  opta  por  una
magistratura de opinión y persuasión, proyectándose la Defensoría de los
Derechos  de  la  Niñez  como un  órgano  revestido  de  ‘auctoritas'  y  no  de
‘potestas',  por  lo  que la  incidencia  y  la  eficacia  de  sus recomendaciones
derivan  de  la  objetividad  e  independencia  con  que  desarrolle  sus
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actuaciones. En consecuencia, agregó, carece de competencias de control
vinculante, como las de aquellos órganos que ejercen jurisdicción.

I. Contenidos específicos del proyecto de ley

En  este  punto,  describió  la  configuración  del
articulado de la iniciativa, el que a continuación se indica.

Título I. Objeto y funciones.

Párrafo 1° Disposiciones generales.

Párrafo 2° Funciones y atribuciones.

Título II. Organización.

Párrafo 1° Organización interna.

Párrafo 2° Del Defensor.

Párrafo 3° Del Consejo Consultivo.

Título III. Personal y patrimonio.

Disposiciones transitorias.

II. Objetivos

A este  respecto,  expresó  que  la  finalidad  de  la
creación de la Defensoría es contar con un órgano que se encargue de la
difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los
niños y niñas que se encuentren dentro del territorio de la República.

En  efecto,  explicó  que  tales  acciones  se
despliegan sobre los derechos reconocidos en la Constitución Política de la
República, en la Convención sobre los Derechos del Niño y demás tratados
internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como en
la legislación nacional, respecto de órganos del Estado y personas jurídicas
de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción y protección
de los derechos de niños y niñas. 

Asimismo,  expresó  que  los  principios  sobre  los
cuales tales medidas deben ser proyectadas son el interés superior del niño,
el derecho a ser oído y su autonomía progresiva.

III. Características principales
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En  este  acápite,  señaló  que,  siguiendo  las
recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas,
el  proyecto  de  ley  en  estudio  opta  por  un  órgano  especializado  que  se
estructure y  caracterice conforme a su  rol  de  observador  del  Sistema de
Garantías  de  los  derechos  de  la  niñez,  que  presenta  las  siguientes
características:

-  Autónomo,  dando  estricto  cumplimiento  a  los
Principios de París, y a las observaciones del Comité de Derechos del Niño.

-  Magistratura  de  influencia  o  de  persuasión
(modelo de Noruega, Australia, Suecia y Reino Unido).

-  Componente  institucional  del  Sistema  de
Garantías de derechos de la niñez.

-  Integrante  del  Sistema  Nacional  de  Derechos
Humanos.

La  ventaja  de  dicho  modelo,  explicó,  es  que
incorpora  el  carácter  prioritario  del  interés  superior  del  niño,  dando
protagonismo y visibilidad a la temática de niñez, estableciendo la debida
coordinación con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, a fin de darle
al particular una visión integral,  atendida la indivisibilidad de los derechos
humanos.

IV. Principales funciones

A  este  respecto,  subrayó  que  la  difusión,
promoción y protección de los derechos de los niños y niñas, respetando
siempre  su  interés  superior,  su  derecho  a  ser  oído  y  su  autonomía
progresiva, son las principalidades finalidades de la institucionalidad que se
propone, entendiéndose por tales acciones lo siguiente:

- Difusión: recepción, facilitación y divulgación de
la opinión de niños y niñas.

-  Promoción:  elaboración  de  informes  y
recomendaciones, actuación como ‘amicus curiae’ ante tribunales, fomento
de acciones de cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño
y de la adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales en
la materia.

Protección:  observación  y  seguimiento  a  la
actuación de órganos de la Administración del Estado o personas jurídicas
de  derecho  privado  que  tengan  por  objeto  la  promoción  o  protección  de
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derechos  de  los  niños  o  niñas.  Contemplándose,  además,  la  facultad  de
visita a centros de privación de libertad o de protección y la denuncia de
vulneraciones de los derechos de los niños.

En  la  misma  línea,  expresó  que  en  caso  de
conocer de hechos que revisten el  carácter de delitos contra menores, el
Defensor  debe denunciarlos.  De ser  delitos  de  lesa humanidad,  además,
debe ponerlos en conocimiento del Instituto Nacional de Derechos Humanos.
Excepcionalmente, subrayó, el Defensor puede deducir querella en ciertos
delitos que causen alarma pública: sustracción de menores, delitos contra la
integridad sexual, homicidio, infanticidio y lesiones corporales.

Lo anterior, agregó, sin perjuicio de las labores de
colaboración con el Instituto Nacional de Derechos Humanos en el ámbito de
sus competencias, en la elaboración de los informes para ser presentados
ante organismos internacionales.

V. Organización

En este punto, describió la orgánica interna tanto
del Defensor como de la Defensoría propiamente tal.

a. Defensor de los Derechos de la Niñez

- Director y representante legal de la Defensoría.

- Duración de 5 años en el cargo, sin posibilidad
de reelección.

-  Designado  por  el  Senado  a  propuesta  del
Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

-  Requisitos:  entre  otros,  ser  ciudadano  con
derecho a sufragio, contar con título profesional y reconocida trayectoria en
el ámbito de derechos de la niñez.

- Remoción mediante pronunciamiento de la Corte
Suprema, por ciertas causales, a requerimiento del Senado por mayoría de
sus miembros en ejercicio.

b. Consejo Consultivo

- Función: asesorar al Defensor en cuestiones de
su competencia que requieran del pronunciamiento de la Sociedad Civil.
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- Participantes: representantes de la sociedad civil,
organizaciones de niños y niñas y Universidades reconocidas por el Estado y
acreditadas.

VI. Informe Anual

Por último, resaltó que, anualmente, el  Defensor
deberá presentar ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y
el  Presidente de la  Corte Suprema un informe que tendrá como principal
objetivo visibilizar el estado de protección de los derechos de los niños.

Los  contenidos  del  referido  informe,  explicó,
deberán versar sobre los siguientes puntos:

-  Actividades  desarrolladas,  vinculadas  al
cumplimiento de su mandato.

-  Situación  nacional  en  materia  de  derechos  de
niñez.

- Cumplimiento efectivo, por parte de órganos del
Estado  y  de  entidades  privadas  con  fines  de  promoción  y  protección  de
derechos de los niños, de sus obligaciones en materias de niñez, incluyendo
su opinión respecto de la conducta de éstos frente a sus requerimientos.

-  Cumplimiento  de  los  antecedentes  e  informes
que se soliciten por parte del Defensor.

- Situación de niños y niñas que se encuentren en
centros de privación de libertad y centros residenciales de protección.

- Recomendaciones generales para el  resguardo
de derechos de la niñez.

Intervención del Ministro Secretario General de la Presidencia

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expresó que mediante la iniciativa
en análisis el  Gobierno pretende desplegar sus esfuerzos para reflejar las
distintas problemáticas relacionadas con la niñez y la defensa institucional de
sus derechos.

En seguida, indicó que a nivel comparado existen
modelos en los cuales se contempla al  órgano en comento dentro de los
organismos generales de defensa de los derechos humanos, y en otros se
dispone de una institución diferenciada para la protección de la niñez. En
efecto, agregó, el criterio seguido en el proyecto de ley en estudio responde
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al segundo modelo, persiguiendo, especialmente, la máxima visibilización de
los problemas que afectan a niños, niñas y adolescentes en lo que respecta
al respeto de sus derechos.

Posteriormente, resaltó la coordinación con otros
órganos  del  sector,  en  especial  con  el  Instituto  Nacional  de  Derechos
Humanos, con la que la Defensoría deberá desplegar sus acciones, a fin de
velar por una protección integral a los menores.

Por  último,  destacó  que  la  iniciativa  en  examen
recoge una serie de opiniones y planteamientos presentados por diversos
actores abocados al estudio de temas relacionados con la niñez, por lo que
resaltó el diálogo del cual es fruto el proyecto de ley en referencia.

Exposición de la Representante de UNICEF en Chile

La Representante de UNICEF en Chile, señora
Hai Kyung Jun, comenzó su presentación resaltando la presentación de la
iniciativa en análisis, en tanto conformar un intento de progresivo avance en
la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

De ese modo, expresó que la necesidad de contar
en nuestro país con un órgano especializado en la defensa de tales derechos
es un requerimiento que emana de diversas obligaciones internacionales que
en esta materia ha contraído el Estado de Chile.

Así, indicó que el Comité de los Derechos del Niño
de la Organización de Naciones Unidas ha reiterado a Chile  en los años
2002, 2007 y 2015 la necesidad de crear una institución independiente para
promover y proteger los mencionados derechos. En efecto, agregó, como lo
ha sostenido el Comité, si bien tanto los adultos como los niños necesitan de
organismos  nacionales  de  protección  de  sus  derechos  fundamentales,  la
infancia requiere de una institucionalidad específica que garantice el ejercicio
de los mismos.

En  esa  línea,  manifestó  que  el  estado  de
desarrollo de los niños los hace particularmente vulnerables ante acciones de
afectación  de  sus  derechos,  sin  perjuicio  de  que,  además,  en  muchas
ocasiones, no son consideradas sus opiniones, por lo que no pueden asumir
un rol protagónico en decisiones de temas que les afectan.

Sumado  a  lo  señalado,  agregó,  los  menores
cuentan con limitaciones en el acceso a los tribunales de justicia, así como a
otras instituciones estatales de protección.

Todo los factores expresados, resaltó, dan cuenta
de la necesidad de que Chile disponga de un Defensor de los Derechos de la
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Niñez. Sin ir más lejos, añadió, en estos días, de existir este último, el mismo
podría ser un aporte concreto en diversas situaciones relacionadas con la
protección de los menores, por ejemplo, en la discusión legislativa de los
múltiples  proyectos  de  ley  relacionados  con  temas  de  la  infancia,  en  la
gestión de políticas públicas del sector, en la supervisión del estado de los
niños que se encuentran sujetos a la protección del Estado, en la detección y
denuncia  de  vulneraciones  a  los  derechos  de  los  menores,  canalizando
aquéllas  a  través  de  las  instituciones  respectivas,  entre  otras  funciones
relacionadas.

Finalizó su exposición,  resaltando que el  debate
acerca de la creación de la Defensoría en comento, debe efectuarse con
miras a que esta última institución sea un órgano clave en el  sistema de
protección de los derechos de la infancia.

Posterior a las presentaciones antes descritas,
los  Honorables  señores  Senadores  efectuaron  las  siguientes
observaciones y consultas.

La  Honorable  Senadora  señora  Van
Rysselberghe, si bien destacó la propuesta de creación de un Defensor de
los  Derechos  de  la  Niñez,  en  tanto  ser  fundamental  para  contar  con  un
andamiaje  institucional  adecuado  para  la  protección  de  tales  derechos,
efectuó  las  siguientes  observaciones  sobre  aspectos  que,  en  su  opinión,
merecen ser revisados.

En  primer  lugar,  indicó  que  debe  precisarse
adecuadamente  el  concepto  de  niño  que  el  proyecto  considerará,
expresando que la Convención sobre Derechos del  Niño considera en tal
calidad a todos los menores de dieciocho años. Sin perjuicio de lo anterior,
señaló que deben analizarse medidas de protección que incluso, en algunos
casos,  consideren  al  nasciturus,  en  virtud  de  ser  un  sujeto  titular  de
derechos. Lo anterior, agregó, en tanto existir una serie de patologías (como
la espalda bífida) cuyo tratamiento, a criterio de los especialistas, debiese
comenzar a desarrollarse durante la gestación del niño.

Posteriormente,  manifestó  que  actualmente  los
menores infractores de ley cuentan con defensa jurídica gratuita proveída por
el  Estado,  protección  que  no  disponen  los  niños,  niñas  y  adolescentes
vulnerados  en  sus  derechos,  por  lo  que  no  cuentan  con  representación
judicial en tales procedimientos jurisdiccionales. En consecuencia, añadió, el
punto debe ser revisado en el proyecto de ley en estudio, a fin de examinar la
inclusión de tales atribuciones al Defensor.

A su vez, expresó que se hace necesario que la
Defensoría se configure de un modo tal de garantizar la imparcialidad en sus
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actuaciones,  especialmente  en  temas  o  casos  complejos,  por  ejemplo,
acerca de las medidas disciplinarias de los padres respecto de sus hijos.

Por otra parte, en lo que concierne al mecanismo
de elección  del  Defensor,  cuestionó  que  el  mismo sea  designado  por  la
mayoría  de  los  Senadores  en  ejercicio,  en  tanto  le  parece  que  su
nombramiento debe estar blindado más allá de la aprobación de mayorías
circunstanciales, por lo que sugirió que dicho procedimiento sea establecido
mediante una votación de quórum supramayoritario.

Asimismo,  señaló  que  se  deben  precisar  con
detalle los requisitos con los que debe contar el Defensor antes de asumir su
cargo, estableciendo criterios más altos de los que el  proyecto de ley en
estudio actualmente contiene.

Por último, sugirió explicitar en la propia iniciativa
en examen la orgánica que tendrá el  Consejo Consultivo propuesto en la
misma, dejando a los estatutos de la Defensoría sólo cuestiones de mayor
especificidad y detalle.

El  Presidente  de  la  Comisión,  Honorable
Senador señor Walker, don Patricio, señaló que es un déficit actual de la
institucionalidad  de la  niñez la  no  provisión  de representación  judicial  de
menores en materia de vulneración de derechos, por lo que el punto debe
ser examinado, independientemente del modelo propuesto por el proyecto de
ley en análisis.

Posteriormente, destacó el carácter autónomo que
se otorga a la Defensoría, indicando que ello se alínea con lo dispuesto por
diversos instrumentos internacionales sobre el particular, a fin de resguardar
el proceder de tal institución de injerencias externas indebidas.

En  seguida,  en  lo  referente  a  los  quórums  de
nombramiento del Defensor, indicó que ello es un punto del debate, por lo
que se encuentra abierto a discutirlo.

Finalmente,  expresó  que,  sin  perjuicio  de  lo
anterior, en su opinión, de lo que se trata es de disponer de un procedimiento
que  permita  nombrar  como  Defensor  a  una  persona  transversalmente
conocida por su dedicación y expertise en materias de niñez.

El Honorable Senador señor Letelier, indicó que
los  planteamiento  u  opiniones  en  temas  de  derechos  fundamentales  o
humanos  no  pueden  ser  imparciales,  en  tanto  los  mismos  representar
conceptos amplios cuyo contenido es luego desarrollado por el agente en
concreto  de  acuerdo  a  sus  posturas  ideológicas,  por  lo  que  ello  debe
considerarse  al  momento  de  otorgar  atribuciones  de  tal  naturaleza  al
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Defensor,  lo  que no cree que sea problemático,  en tanto ser  parte  de la
esfera del debate público.

Por  otro  lado,  señaló que debe atenderse a las
realidades comparadas de otros países de Latinoamérica en donde exista un
organismo similar, a fin de analizar las experiencias institucionales exitosas
en tales latitudes.

Posteriormente,  consultó  si  la  opción  por  un
modelo de Defensoría de los Derechos de la Niñez en la cual esta última sólo
ocupe  un  rol  de  observador,  y  que  a  través  de  sus  informes  y
recomendaciones genere influencias de comportamiento en el sistema, fue
una decisión que consideró principalmente cuestiones presupuestarias.

Por otra parte, en lo referente a la representación
judicial de los menores en situación de vulneración de derechos, señaló que
debe debatirse acerca de la posibilidad de efectuar una descongestión de los
casos  y  labores  que  llevan  a  cabo  las  OPD  (Oficinas  de  Protección  de
Derechos) en las Municipalidades, analizando la opción de que las mismas
sean  llevadas  a  cabo  por  un  organismo  autónomo  como  el  que  en  el
presente  proyecto  se  contempla,  robusteciendo  de  ese  modo  la  idea  de
contar con un Defensor de los Derechos de la Niñez.

A  su  vez,  manifestó  su  rechazo  a  que  el
nombramiento  del  Defensor  se  efectúe  por  una  votación  que  considere
quórums reforzados, en tanto ello permitir un veto a las minorías. Lo anterior,
agregó, sin perjuicio de analizar fórmulas que permitan verificar la idoneidad
de la persona que se propone para el cargo, estableciendo un procedimiento
razonable para tal efecto.

Por  último,  expresó  que  en  el  debate  de  la
presente iniciativa se deben considerar como antecedentes las experiencias
del modelo de Defensor contenido en el proyecto de ley en estudio, a fin de
examinar en detalle los casos en que el despliegue institucional de tal órgano
ha sido exitoso.

La Secretaria  Ejecutiva  del  Consejo  Nacional
de  la  Infancia,  señora  María  Estela  Ortiz,  respondiendo  a  la  consulta
formulada por la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que
el concepto empleado por la Convención sobre los Derechos del Niño para
referirse a esta última categoría personal  es la de ser humano menor de
dieciocho años,  por  lo  que las  acciones que desarrollaría  el  Defensor  se
referirían a dichos menores.

Asimismo,  clarificó  que  de  acuerdo  al  referido
instrumento internacional, el concepto de ser humano no se vincula con las
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nociones de comienzo de la vida ni con el debate acerca del carácter o no de
persona del nasciturus, discusiones que corresponden a otro contexto.

Posteriormente,  en  lo  que  se  refiere  a  la
representación judicial de los niños vulnerados en sus derechos, indicó que
el  punto  debe  discutirse  teniendo  en  consideración  el  despliegue  de  la
defensa jurídica a lo largo de todo el procedimiento, en las distintas etapas
del mismo.

Sin perjuicio de lo anterior, aseveró que la decisión
por el  modelo de Defensoría contemplado en la iniciativa en discusión no
responde a cuestiones presupuestarias, sino a la convicción de que dicha
configuración  permite  de  mejor  forma  la  visibilización  de  las  diversas
problemáticas de la niñez en la esfera pública, a fin de que las instituciones
respectivas desempeñen sus actividades de protección.

No  obstante  ello,  señaló  que  para  adoptar  un
modelo de Defensoría que provea de servicios de representación judicial se
debe  contar  con  un  alto  número  de  profesionales  especializados  en  la
materia, contingente con el que actualmente el país no dispone.

Finalmente,  señaló  que  la  imparcialidad  del
Defensor es un tema discutible, en tanto ella no es sinónimo de la autonomía
de la que se reviste a aquél en la presente iniciativa. En efecto, el organismo
en cuestión debe desarrollar  acciones de promoción y protección  de los
derechos de los niños, niñas y adolescentes, por lo que aquél debe efectuar
decisiones  sustantivas  al  respecto,  en  sintonía  con  lo  dispuesto  en  el
ordenamiento constitucional, legal e internacional en donde se contemplan
tales derechos.

El Honorable Senador señor Letelier, manifestó
que el avance en materia de representación judicial a menores vulnerados
debe  ser,  al  menos,  paralelo  a  la  discusión  y  tramitación  de la  presente
iniciativa,  en tanto ser  un déficit  institucional  de consideración en nuestro
sistema.

El  Ministro  Secretario  General  de  la
Presidencia,  señor  Nicolás  Eyzaguirre,  explicó  que  en  experiencias
comparadas  los  modelos  de  Defensoría  de  Derechos  de  la  Niñez  que
efectivamente prestan servicios de representación judicial se insertan como
organismos de la Administración del Estado.

De ahí, agregó, que a diferencia de tal esquema, y
al  proponer  a  un  Defensor  de  carácter  autónomo,  el  proyecto  de  ley  no
contemple tales atribuciones a este último. 



32

En efecto, afirmó que la fórmula prestacional  de
servicios de representación judicial más una configuración autónoma resulta
una ecuación compleja, que puede atentar con el correcto desempeño de
alguno de esos dos elementos.

Finalmente, explicó que el análisis presupuestario
de la  iniciativa  fue vinculado siempre con el  modelo respecto del  cual  el
Ejecutivo adquirió convicción de ser el adecuado para la institución que se
propone crear, esto es, un Defensor que a través de la “auctoritas” de sus
actuaciones  permita  visibilizar  la  compleja  realidad  de  las  diversas
problemáticas que afectan a los niños, niñas y adolescentes.

El  Honorable  Senador  señor  Ossandón,
expresó que, en su opinión, es necesario incorporar al debate la distancia
que existe entre lo dispuesto por los instrumentos internacionales sobre la
materia y la realidad presente en el punto.

Asimismo,  resaltó  que  el  organismo  que  se
propone debe contar con la adecuada independencia en el desarrollo de sus
funciones, a fin de que no persiga agendas sectoriales. 

En  tal  sentido,  afirmó  que  la  experiencia  del
Instituto Nacional de Derechos Humanos, en su opinión, ha constatado que
el mismo no es lo suficientemente autónomo al momento de llevar a cabo
sus atribuciones, por lo que se necesita de una configuración institucional
que permita garantizar la referida independencia del organismo en comento.

Por otra parte, lamentó la ausencia en la discusión
de los deberes de los padres a este respecto, señalando que los mismos
deben ser considerados cada vez que se inicien debates sobre la materia,
evitando que tales deberes sean trasladados sin mayor reflexión a decisiones
institucionales del Estado.

En el mismo sentido, sugirió, además, incorporar
el  despliegue  de  políticas  de  fortalecimiento  de  la  familia,  ya  sea  como
recomendaciones  e  informes  de  la  Defensoría  en  examen  o  desde  una
perspectiva  más  global,  en  donde  el  Defensor  también  considere  tales
aspectos al momento de ejercer sus funciones.

Por  último,  destacó  la  labor  que  en  materia  de
protección  de  los  derechos  de  la  niñez  han  llevado  a  cabo  las  distintas
organizaciones  y  entidades  sin  fines  de  lucro  del  sector,  por  lo  que
recomendó que se  explicite  en  el  proyecto  en examen la  coordinación  y
vinculación que el Defensor deba tener con aquéllas.

La Representante de UNICEF en Chile, señora
Hai Kyung Jun, señaló que la provisión de asistencia en la representación
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judicial  en  casos  de  vulneración  de  derechos  de  menores  forma  parte
fundamental de un sistema integral de protección de la niñez.

Sin perjuicio de lo anterior, agregó, ello no siempre
va aparejado a la configuración institucional del Defensor de los Derechos de
la  Niñez,  sino  que  depende  del  modelo  que  se  adopte  para  este  último
organismo.

La Abogada Asesora del Consejo Nacional de
la Infancia, señora Ana María Moure, indicó que el esquema bajo el cual se
estructura la aludida Defensoría responde a un modelo de magistratura de
opinión, el cual pretende ser un mecanismo complementario de canalización
de  las  distintas  problemáticas  del  sector,  sirviendo,  además,  en  muchos
casos, como una entidad que permite descongestionar preventivamente la
labor de los tribunales de justicia.

Exposición de la señora Ana María Moure

La Abogada Asesora del Consejo Nacional de
la Infancia, señora Ana María Moure, comenzó su presentación indicando
que los objetivos principales de la  misma son,  en primer lugar,  poner  de
relieve el alcance universal de la institución del Defensor y la conveniencia
de  estudiar  su  práctica  internacional  desde  una  perspectiva  general.
Además,  agregó,  tal  institución  no  pertenece  a  ninguna  idiosincrasia
particular, sino que toma en cuenta las particularidades que lo caracterizan
en  diversos  sistemas  jurídicos.  En  segundo  lugar,  añadió,  la  exposición
pretende  subrayar  la  conveniencia  de  estudiar  al  Defensor  desde  una
perspectiva  interdisciplinar,  que  permita  describir  y  comprender  mejor  el
funcionamiento de esta institución.

I. El Defensor del Pueblo u Ombudsman

En este punto, expresó que la Defensoría de los
Derechos  de  la  Niñez  toma  como  base  al  Defensor  del  Pueblo  u
Ombudsman, figura que nace en el siglo XIX en Suecia con la finalidad de
control o supervisión de los actos de la Administración, la cual sigue siendo
una de sus funciones principales. De ese modo, precisó que el Ombudsman
está concebido como un órgano fiscalizador, en tanto que la denominación
española “Defensor del Pueblo” responde a una magistratura de garantías y
de protección de derechos, sin perjuicio de que también es un órgano de
control externo de la Administración. Así, el Defensor del Pueblo tiene con el
Ombudsman  importantes  similitudes  técnicas,  pero  sus  contenidos  y  sus
raíces  son  diferentes.  En  efecto,  explicó  que  el  Ombudsman  ejerce  una
magistratura de opinión, mientras que el Defensor del Pueblo está investido
de legitimación procesal y a través de ella puede ejercer un verdadero poder
negativo,  impidiendo  la  aplicación  de  leyes,  reglamentos  o  actos
administrativos que él interprete contrarios a derecho.
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Por otra parte, señaló que a partir de las reformas
constitucionales de los años noventa surgen la mayoría de las Defensorías
Nacionales  en la  región  de América  Latina,  tales  como Colombia  (1991),
Paraguay  (1992),  Argentina  (1993),  Perú  (1993),  Bolivia  (1994),  Ecuador
(1998), Venezuela (1999), siendo sólo Uruguay y Chile los Estados que aún
no cuentan con tales organismos a nivel nacional. No obstante lo anterior,
expresó que Chile, mediante el proyecto de ley en estudio, sería el primer
país de América Latina en instaurar una figura a nivel sectorial; institución
autónoma,  con  personalidad  jurídica  y  patrimonio  propio,  que  difunde,
promueve y protege dichos derechos, canalizando denuncias individuales o
colectivas cuando los mismos son vulnerados. 

Así,  explicó  que  la  autonomía  de  dicha  entidad
implica  que  la  misma  pueda  desempeñar  sus  competencias  con
independencia  de  otros  poderes,  de  ahí  sus  funciones  como  órgano  de
supervisión  de  las  actividades  de  la  Administración  Pública,  y  sus
atribuciones de protección, promoción y difusión de los derechos de la niñez,
consolidando su observancia en el país, con propuestas a las autoridades en
sus  ámbitos  de  competencia,  suscitando  cambios  a  nivel  legislativo  e
incentivando el ejercicio de buenas prácticas administrativas, a fin de generar
una mejor defensa de tales derechos, promoviendo su estudio, enseñanza y
divulgación  a  nivel  nacional,  acercándose  a  la  población  a  través  de
programas educativos  que sensibilicen a  la  sociedad,  favoreciendo así  la
creación de debates, políticas y legislación en materia de infancia.

Posteriormente, señaló que desde una perspectiva
general,  los  Defensores  tienen  modalidades  de  actuación  que  fortalecen,
como  figuras   independientes,  el  ejercicio  de  la  ciudadanía  en  su
participación y el goce de sus derechos. En cuanto a su procedimiento de
designación y nombramiento, agregó, el Defensor es elegido normalmente
por  el  Parlamento  o  ratificado  por  el  mismo,  por  mayoría  cualificada.  En
efecto, el nombramiento de su titular en casi todos los países se realiza por
el Poder Legislativo por el voto de por lo menos 2/3 de sus miembros, o en
algunos casos, con la mayoría absoluta de sus miembros, con la excepción
de Panamá y Puerto Rico. 

En  cuanto  al  marco  institucional  de  esta  figura,
prosiguió, esto es, su origen y nivel jerárquico, así como sus atribuciones, es
fijado,  en el  derecho comparado, a nivel  constitucional  o legal,  siendo un
órgano  autónomo  del  Estado,  por  lo  que  goza  de  autonomía  funcional,
administrativa y financiera. 

En  seguida,  expresó  que  las  competencias  de
dichas entidades comprenden la supervisión de la Administración Pública y
las personas jurídicas de derecho privado. Así, agregó, entre sus funciones
se  establece  la  defensa  y  promoción  de  los  derechos  fundamentales,
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mediando entre las autoridades y los ciudadanos, canalizando reclamaciones
y protegiendo intereses difusos o colectivos. En este sentido, indicó que la
referida mediación es consustancial a la institución, en virtud de la cual ésta
promueve acuerdos que solucionen los problemas de los afectados, con el
correlativo  deber  de  cooperación  de  los  demás  organismos  del  Estado,
principalmente la Administración Pública u otros servicios, los cuales deben
colaborar  con  el  Defensor  proporcionando  la  información  que  les  sea
solicitada, contemplándose en varios países sanciones al incumplimiento de
este  deber  si  se  obstaculizan  sus  investigaciones  o  el  acceso  a  la
información  requerida.  A  mayor  abundamiento,  añadió,  en  virtud  de  su
facultad  de  mediación,  pueden  interponer  buenos  oficios  en  casos  de
conflictos que afecten a ciudadanos u organizaciones de la sociedad civil con
autoridades  o  empresas  de  servicios  públicos.  Asimismo,  entre  otras
atribuciones contempladas en el derecho comparado, tienen la facultad de
investigar e informar sobre situaciones o determinados casos particulares,
hacer advertencias a las autoridades, recordatorios de deberes de función, y
están dotados de legitimación procesal activa e incluso, en algunos casos, de
iniciativa legislativa. 

En  la  misma  línea,  resaltó  que  los  principios  y
criterios  de  actuación  de  tales  organismos  se  refieren  a  la  promoción  y
defensa de los valores constitucionales, al Estado de Derecho, la democracia
y la defensa de los derechos humanos, así como la equidad, la transparencia
y la rendición de cuentas (accountability) a través de los informes anuales
que presenta ante el  Parlamento y a otros órganos del  Estado.  Además,
prosiguió, efectúan un seguimiento del cumplimiento de los deberes de las
autoridades y de los funcionarios de los servicios públicos.

Asimismo,  añadió,  dichas  instituciones  se
relacionan con otros organismos del Estado y entidades de promoción de los
derechos humanos, con la sociedad civil, con instancias internacionales de
protección de los derechos humanos, así como con otras Asociaciones de
Ombudsman. En consecuencia, subrayó, entre sus temas de especialización
se encuentran los derechos de los niños, niñas y adolescentes, para que
éstos puedan desarrollar sus potencialidades, en condiciones más justas.

Para  poder  cumplir  a  cabalidad  tales  funciones,
destacó, el Defensor debe regirse no sólo por las normas de derecho interno,
sino  que también  por  parámetros  jurídicos  que  otorguen  flexibilidad  a  su
accionar. Lo anterior, y en tanto no ser un organismo no jurisdiccional, a fin
de que  ejecute  tareas que  otros  órganos  del  Estado no puedan realizar,
como lo es la incorporación de los estándares de Derecho Internacional, los
cuales abarcan una gama completa de obligaciones, establecidas en pactos
y convenciones, y en orientaciones éticamente persuasivas contenidas en
declaraciones,  normas  mínimas  y  en  conjuntos  de  principios.
Colectivamente,  explicó,  dichos  instrumentos  ofrecen  un  marco  jurídico
internacional amplio y detallado para garantizar el  respeto a los derechos



36

humanos,  muchos de ellos  con fuerza  jurídica  obligatoria  en  los  Estados
Partes.
 

II. El Defensor de Derechos del Niño

A  este  respecto,  señaló  que  a  la  luz  de  la
Convención  de  los  Derechos  del  Niño  (CDN),  el  mandato  de  crear  una
institución especializada en materia de protección y promoción de derechos
de  la  niñez  surge  de  la  Observación  General  N°  2  del  Comité  de  los
Derechos  del  Niño,  sobre  el  papel  de  las  instituciones  nacionales
independientes de derechos humanos en la promoción y protección de los
derechos del niño, la cual señala: “El Comité ha acogido con satisfacción el
establecimiento  de  instituciones  nacionales  de  derechos  humanos  y  de
defensores o comisionados del niño y órganos independientes análogos para
la  promoción  y  vigilancia  de  la  aplicación  de  la  Convención  en  diversos
Estados  Partes”.  Asimismo,  en  línea  con  lo  anterior,  explicó  que  en  las
Conclusiones Finales del Comité de Derechos del Niño, relativas al Cuarto
Informe periódico del año 2015, se señala que a la luz de su Observación
general Nº 2 (2002) sobre el  papel de las instituciones independientes de
derechos humanos, el Comité recomienda a Chile establecer una institución
de monitoreo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. En efecto,
agregó, dicha Observación señala que: “a la luz de su Observación General
Nº 2 (2002) sobre el papel de las instituciones independientes de derechos
humanos,  el  Comité  recomienda  que  el  Estado  Parte:  (a)  Establezca  de
manera  expedita  un  mecanismo  específico  para  el  seguimiento  de  los
derechos del niño que sea capaz de recibir, investigar y abordar las quejas
relacionadas con los niños y por los niños tomando en cuenta la sensibilidad
del niño, para garantizar la privacidad y la protección de las víctimas, y llevar
a cabo la supervisión, las actividades de seguimiento y verificación para las
víctimas; ( b ) Asegurar la independencia del mecanismo de supervisión ,
incluyendo lo que respecta a su financiación, el mandato y las inmunidades,
a fin de garantizar el  pleno cumplimiento de los Principios de París; (  c )
Buscar cooperación técnica, entre otros organismos, con la Oficina Regional
para América del  Sur del  Alto Comisionado de Naciones Unidas para los
Derechos Humanos  (ACNUDH),  UNICEF y  el  Programa de las  Naciones
Unidas para el Desarrollo (PNUD)”.

En  este  mismo  sentido,  añadió,  la  Convención
Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes indica: “Los Estados Parte en la
presente Convención reconocen el derecho de todos los jóvenes a gozar y
disfrutar de todos los derechos humanos, y se comprometen a respetar y
garantizar a los jóvenes el pleno disfrute y ejercicio de sus derechos civiles,
políticos,  económicos,  sociales,  y  culturales.  Las  situaciones  de
vulnerabilidad no deben confundirse necesariamente con las de conflicto”.

Posteriormente,  precisó  que  los  Defensores
también pueden distinguirse entre instituciones integradas por uno o varios
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miembros;  entre  instituciones  cuya  orientación  principal  es  asesorar  al
gobierno acerca de las políticas de derechos humanos y las que atienden
quejas  individuales;  entre  las  que  abordan  todos  los  derechos  humanos,
incluyendo los económicos, sociales y culturales (DESC) y las que se limitan
a  cuestiones  específicas,  como  la  discriminación.  En  consideración  a  lo
anterior,  el  Defensor  se  transforma  en  un  nuevo  mecanismo
institucionalizado  que  puede  recibir  peticiones,  y  si  las  mismas  son
constitutivas  de  delito  el  Defensor  tendría  la  obligación  (legal)  de
denunciarlos al Ministerio Público o a la Justicia y en casos excepcionales de
extrema gravedad, estaría habilitado para interponer acciones judiciales en
virtud de su función de protección de los derechos de los niños.

Por ello, prosiguió, es importante que quienes se
dirijan al Defensor, tengan confianza en la institución, lo cual, además, puede
considerarse una buena base para construir una institucionalidad más sólida,
siendo  esencial  para  garantizar  un  sistema  de  protección  integral  de  la
infancia  y  que,  en  este  aspecto,  se  enfrenta  a  un importante  desafío  en
materia  de  modernización  del  ordenamiento  jurídico.  Además,  afirmó,  es
necesario  contemplar  la  posibilidad  de  que  el  Defensor,  al  ejercer  sus
funciones, como órgano de garantía de los derechos de los niños, pueda
detectar insuficiencias del sistema jurídico de garantía de estos derechos,
más  allá  de  la  labor  de  los  tribunales  de  justicia,  los  cuales  no  están
facultados para criticar directamente al sistema. 

Por otra parte, en relación con la atribución de la
Defensoría  de  efectuar  recomendaciones,  indicó  que  la  Federación
Iberoamericana  del  Ombudsman  ha  señalado  que  éstas  pueden  ser
expresadas como recordatorios, exhortaciones, sugerencias, advertencias y
pueden dirigirse a una organización específica o a un sujeto concreto, ya que
las mismas constituyen propuestas constructivas destinadas a garantizar el
ejercicio de los derechos fundamentales en las políticas públicas y colaborar
críticamente en el buen funcionamiento de la administración estatal. 

En tal sentido, las recomendaciones requieren ser:

- Concretas (fácilmente identificables).

- Viables (que sean realizables).

- Verificables (puedan ser comprobadas).

- Mensurables (susceptibles de medir el grado de
cumplimiento).

Lo anterior, agregó, teniendo en consideración que
los informes del  Defensor deben hacer públicos sus resultados y además
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socializarlos con las instituciones interesadas, para que se pueda incidir en el
goce efectivo de los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Posteriormente,  expresó  que,  al  igual  que  en  la
gestión  de  instituciones  nacionales  de  derechos  humanos,  se  pueden
emplear al menos tres tipos de indicadores que midan la incidencia de su
gestión. Los indicadores de resultados, que muestran lo que se ha hecho,
miden cosas como el número de quejas atendidas, talleres de capacitación
realizados, recomendaciones emitidas, número de publicaciones etc. Por otro
lado están los indicadores de desempeño, los cuales muestran el grado de
cumplimiento  de los  objetivos  que la  propia  Institución  se  propuso en su
planeación anual.  Y finalmente, los indicadores de impacto, que muestran
hasta qué punto las actividades de la institución presentaron una incidencia
positiva en el disfrute de los derechos humanos (Amerigo Incalcaterra 2007).

Finalmente,  señaló  que  la  labor  del  Defensor
contribuye a asegurar mejores resultados con indicadores e informes claros y
transparentes, simplificando los procedimientos de resolución de conflictos
en forma alternativa a los procesos judiciales, mediante recomendaciones o
sugerencias.  De este modo, agregó, dicho organismo puede indicar a las
personas acerca de las  diversas posibilidades de recursos,  relativos  a la
decisión  de  alguna  institución  que  pueda  afectar  adversamente  a  los
derechos e intereses de los niños, quienes pueden recibir orientación sobre
las posibilidades de los medios existentes para solucionar tal decisión. En
particular,  puede  orientar  sobre  la  naturaleza  de  tales  mecanismos,
remitiéndolos a los organismos ante los que pueden dirigirse, así como los
plazos  en  los  que  deben  ejercerse,  entre  otras  consideraciones.  En este
sentido, el rol del Defensor se orienta a generar un cambio progresivo en la
orientación de las actividades de los organismos del Estado, posicionando a
los niños en el  centro  de su  actividad,  lo  que se  puede ver  reflejado en
respuestas positivas de las instituciones a sus recomendaciones, trabajando
en conjunto para identificar deficiencias y buscar soluciones ante los diversos
problemas que surjan en este ámbito.

A  continuación,  se  transcribe  literalmente  el
acápite referente a ejemplos de modelos exitosos de Defensorías de la
Niñez en Europa y América Latina, y las consideraciones finales sobre
ello,  que  la  Abogada  Asesora  del  Consejo  Nacional  de  la  Infancia,
señora Ana María Moure, contempló en la minuta que esta última dejó a
disposición de la Comisión.

a. Europa

El  Parlamento  Europeo  reconoce  en  esta
Resolución  la importancia que la infancia tiene como etapa de la vida de una
persona, el papel de la familia en la satisfacción de las necesidades de los
niños y el hecho de que tales necesidades engendran una serie de derechos
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para la infancia y, en consecuencia, obligaciones para la familia, el Estado y
la sociedad. Partiendo de la Convención de los Derechos del Niño, plantea
que la infancia en Europa tiene unos problemas específicos, entre los que
hay  que  tener  en  cuenta  aquellos  derivados  del  proceso  de  integración
comunitaria. Por ello considera que sería necesario contar con instrumentos
jurídicos  propios  del  ámbito  europeo  que  garanticen  los  derechos  de  la
infancia.

Asimismo,  destaca la  relevancia  del  papel  de  la
figura del Defensor de los derechos del niño, tanto en los Estados Miembros,
como a nivel comunitario y manifestó a la Comisión la necesidad de aprobar
una Carta Europea de Derechos del Niño que contenga los cuarenta y cuatro
principios básicos sobre los cuales gira el resto del texto. Entre éstos, junto
con los derechos recogidos en la Convención de los Derechos del Niño de
Naciones Unidas, se mencionan otros aspectos, como los relacionados con
la  minoría  de  edad  penal;  la  atención  a  las  necesidades  de  los  hijos/as
pequeños/as de reclusos/as a los que deberá garantizarse, en todo caso, la
escolarización externa; la protección contra la droga; el trabajo infantil en los
contextos europeos en los cuales éste es más frecuente; y la garantía de un
salario en igualdad de condiciones en relación con los adultos para los/as
adolescentes entre dieciséis y dieciocho años trabajadores/as.

Cabe destacar, que la Carta Europea de Derechos
del  Niño,  aprobada  en  1992,  ya  en  dicha  época  pedía  “a  los  Estados
Miembros  que  nombren  un  defensor  de  los  derechos  del  niño  que  esté
habilitado a nivel nacional  para salvaguardar los derechos e intereses de
éste, para recibir las solicitudes y quejas y para velar por la aplicación  de las
leyes que los protegen, así como para informar y orientar la acción de los
poderes  públicos  a  favor  de  los  derechos  del  niño”  (inciso  6°).
Adicionalmente, “pide a la instancia comunitaria competente que proceda,
igualmente, al nombramiento de un Defensor de los derechos del niño, con
los mismos poderes en el ámbito comunitario”.

La Red Europea de Defensores de los derechos
de los niños ha señalado que los Defensores deben realizar las siguientes
acciones:

-  Promover  la  plena  implementación  de  la
Convención sobre los Derechos del Niño.

- Influir en la legislación, la política y la práctica ya
sea  dando  su  opinión  frente  a  las  propuestas  gubernamentales  o
presentando activamente proposiciones de reforma.

- Promover una mayor prioridad para la infancia en
los  gobiernos  centrales,  regionales  o  locales  y  en  la  sociedad  civil  y  la
coordinación efectiva de los servicios.
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-  Promover  el  uso  adecuado  de  los  recursos
económicos destinados a la infancia.

- Impulsar acciones concretas a favor de los niños
y realizar investigaciones sobre asuntos relativos a la infancia.

-  Servir  de  canal  de  comunicación del  punto de
vista de los niños y promover su respeto.

- Recabar y publicar datos acerca de la situación
de la infancia.

- Promover la mayor conciencia de los derechos
de los niños entre los niños y los adultos.

- Otorgar información y acceso de los niños a los
mecanismos de reclamos judiciales y administrativos en caso de vulneración
de derechos.

- Responder ante reclamos individuales y otorgar
apoyo para su presentación ante las autoridades respectivas.

La Red Europea (ENOC), que está integrada por
41 Defensores,  incluso ha instado al  Secretario  General  de las  Naciones
Unidas, Ban Ki-moon, a crear la figura de un representante de la infancia que
se encargue de velar  por  los  derechos de los  más pequeños en todo el
mundo,  ya  que  estos  Defensores  fomentan  la  aplicación  más  completa
posible de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), entre las que
se destacan:

- Apoyo a grupos de representación colectiva de
los derechos de los niños.

- Proporciona información, enfoques y estrategias
en cuanto la promoción y protección de sus derechos.

-  Promueve  el  desarrollo  de  oficinas
independientes efectivas para los niños.

La  Red  Europea  de  Ombudsman  hizo  un
llamamiento a los gobiernos para que  ratifiquen, sin dilación, la Convención
de  las  Naciones  Unidas  sobre  los  Derechos  de  las  Personas  con
Discapacidades (Naciones Unidas, 13 de diciembre de 2006) y su protocolo
facultativo,   y  hagan  todo  lo  necesario  para  aplicarlos  plenamente.
Contribuyendo con esto a un incremento de la sensibilización de los mismos,
en las siguientes líneas de acción: 1. Proporcionar a los niños y jóvenes con



41

discapacidades, a sus iguales y al público en general información de carácter
general sobre la discapacidad para combatir los estereotipos y fortalecer la
receptividad  a  la  diferencia.  2.  Familiarizar  a  la  opinión  pública  sobre  la
discapacidad  y  promover  imágenes  positivas  de  los  niños  con
discapacidades y el respeto por ellos y sus derechos. 3. Divulgar información
sobre  los  riesgos  del  alcohol,  el  tabaco  y  terminadas  drogas  durante  el
embarazo.

Los  Defensores  de  la  Red  también  pidieron  un
plan integral de "urgencia" para proteger a los niños refugiados, según consta
en un informe elaborado por  un  grupo de trabajo del  que forma parte  el
Síndic de Greuges, Rafael Ribó. La ENOC ha alertado actualmente que los
niños refugiados "presentan un alto riesgo de sufrir abusos y robos, de ser
separados de los progenitores, de caer en redes de tráfico de personas, de
sufrir enfermedades  e incluso de morir, instando a las máximas autoridades
europeas a asumir responsabilidades sobre la situación de niños en tráfico y
cumplir los tratados internacionales vigentes y ha pedido se dé prioridad a los
niños”. 

b. Noruega

El  primer  país  en  instaurar  una  institución
especializada para la promoción y protección de los derechos fue Noruega
en el año 1981, con la aprobación del Acta Parlamentaria Nº 5. En 1998, a fin
de adecuar su normativa a la CDN, su marco regulatorio fue modificado. Su
función primordial consiste en promover los intereses de los niños frente a
las  autoridades  públicas  y  privadas,  y  supervisar  el  desarrollo  de  las
condiciones en las que crecen los niños. Para ejercer sus funciones se le
garantiza  al  Defensor  el  libre  acceso a  todas las  instituciones  públicas  y
privadas relacionadas con los niños. Toda autoridad gubernamental y toda
institución pública y privada relacionada con niños deberá entregar cualquier
información que el Defensor requiera para el ejercicio de sus obligaciones.
En caso de negativa o conflicto en la interpretación de esta facultad legal, el
asunto podrá ser llevado ante una Corte de Justicia para que ésta decida.
Las  únicas  restricciones  a  su  actividad  se  refieren  a  su  intervención  en
conflictos familiares o temas que ya han sido juzgados ante un Tribunal de
Justicia. 

Una de las labores primordiales de los Defensores
del  Niño  se  asocia  a  la  elaboración  y  publicación  de  informes,  tanto  de
carácter general como de carácter específico, permitiendo una aproximación
a las principales problemáticas que aquejan a niños, niñas y adolescentes.
Pueden mencionarse, dentro de esta última especie de informes: el “Health
Care On Children´s Own Terms” (2014) ; “The Expert Handbook”  (2013),
manual  ideado  para  la  realización  de  encuentros  con  niños,  niñas  y
adolescentes; “Joint Male on Circumcision”  (2013); “Voting at 16?” .
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En la presente minuta queremos relevar el informe
“I Want to Have Good Dreams” (2015), por medio del cual se recogen los
testimonios  y  recomendaciones  de  22  niños,  niñas  y  adolescentes  a
propósito de sus experiencias como víctimas o testigos del  bullying escolar.
Un acápite  relevante del  mismo, se refiere a la  percepción que los niños
tenían  respecto  de  las  medidas  anti-bullying  que  los  establecimientos
educaciones habían adoptado.  Algunas medidas eran percibidas por éstos
como perniciosas e inefectivas, y varias de las víctimas se quejaban de que
muchas veces habían sido presionados por el  medio a fin de alcanzar un
acuerdo con sus agresores.

Algunas de las conclusiones y recomendaciones
que  se  extraen  del  testimonio  de  los  niños,  niñas  y  adolescentes
entrevistados y que se extienden en el informe son: a) debe priorizarse la
atención  a  la  opinión  de  los  NNA  por  sobre  la  de  los  adultos;  b)  los
establecimientos educacionales debieran contar con mecanismos regulares
de evaluación de situaciones de bullying al interior de los mismos, a través
de los cuales las víctimas y testigos puedan reportar las situaciones críticas;
c)  los  establecimientos  educacionales  debieran  emplear  a  psicólogos  y
equipos  de  especialistas;  d)  los  establecimientos  educacionales  debieran
fomentar  un  buen  ambiente  al  interior  de  las  aulas,  realizando  un
seguimiento dos veces por año a dicha situación; los profesores debieran
recibir alguna clase de premio o incentivo por tratar y manejar situaciones de
bullying; e) los profesores debieran estrechar lazos con antiguas víctimas de
bullying escolar, a fin de tener un cuenta su opinión; f) los establecimientos
educacionales debieran contar con profesores dedicados exclusivamente a
tratar casos de bullying. 

c. Irlanda

El  Ombudsman  for  Children  de  Irlanda,  es  un
organismo autónomo de rango legal instituido por el “Children Act” de 2002.
Entre  sus  funciones  se  encuentran:  asesorar   a  cualquier  Ministro  del
Gobierno sobre el desarrollo y la coordinación de las políticas relativas a los
niños;  alentar  a  los  organismos  públicos,  escuelas  y  hospitales  para
desarrollar políticas, prácticas y procedimientos diseñados para promover los
derechos y el bienestar de los niños;  recoger y difundir información sobre
cuestiones relativas a los derechos y bienestar de los niños; sensibilizar a la
sociedad  en  relación  con  los  derechos  y  el  bienestar  de  los  niños;
intercambiar  información  y  cooperar  con  el  Defensor  del  Niño  de  otros
Estados; realizar el seguimiento y la revisión general del funcionamiento de
la legislación sobre los asuntos referidos a niños,  entre otros. Además el
Defensor  del  Niño  establecerá  mecanismos  de  consultas  periódicas  con
grupos  de  niños.  En  ellas,  los  puntos  de  vista  de  un  niño  se  tomarán
debidamente en cuenta en función de la edad y la comprensión del niño. 
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El Defensor podrá realizar, promover o publicar la
investigación en cualquier asunto relacionado con los derechos y el bienestar
de  los  niños.  Asimismo,  el  Defensor  puede  investigar  cualquier  acción
adoptada en el  desempeño de las  funciones administrativas  cuando,  tras
haber realizado un examen preliminar de la materia, pareciere que: la acción
tiene o puede haber afectado negativamente a un niño; ha sido  llevada sin la
debida autorización; es  resultado de la negligencia o falta de cuidado; ha
sido  adoptada  sobre  la  base  de  información  errónea  o  incompleta;  es
discriminatoria;  implica una práctica administrativa no deseada, o bien, se
trata de una práctica que no es razonable ni justa.

En  el  marco  de  la  existencia  del  “Children  Act
2002”,  el  Defensor  del  Niño  tiene  por  función  la  tarea  de  promover  la
educación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, incluida desde
luego  la  Convención  sobre  Derechos  del  Niño.  En  tal  sentido,  se  han
desarrollado  programas  de  educación  orientados  tanto  a  niños,  niñas  y
adolescentes,  como  a  adultos,  cuyos  objetivos  son:  informar  acerca  de
cuáles  son  tales  derechos;  cuál  es  su  contenido  y  alcance  y  cómo  se
relacionan los mismos con la vida diaria de los niños y niñas en Irlanda.

Dentro de los principales programas de educación
a considerar se encuentran:

a)  “It´s  your  Right”  (http://itsyourright.ie/):  Creado
en el 2014, dicho programa persigue instalar el conocimiento de los derechos
de  niños,  niñas  y  adolescentes  entre  esa  misma  población.  A  través  de
imágenes,  audios  y  videos,  éstos  pueden  interiorizarse  más  sobre  los
derechos proclamados en la Convención de Derechos del Niño. Asimismo,
en dicho sitio están disponibles los testimonios de distintos grupos de niños,
niñas y adolescentes, provenientes de distintas partes del país, creándose de
tal  forma un espacio propicio para que éstos puedan emitir  sus opiniones
respecto de asuntos que les atañen.

b) Workshops – En el marco de sus actividades
frecuentes,  el  Defensor  del  Niño de Irlanda realiza,  asimismo,  workshops
para  distintos  grupos  de  niños,  niñas  y  adolescentes.  A  partir  de  su
implementación como política en el año 2006, miles de  niños y niñas a lo
largo del país han tomado parte en los mismos, constituyéndose como una
oportunidad para oír y aprender sobre sus principales necesidades.  

c) Materiales de enseñanza – El Defensor del Niño
de  Irlanda  ha  desarrollado  y  distribuido  materiales  de  enseñanza  que
facilitan la labor de los docentes para la exploración de tópicos relacionados
con los derechos de niños, niñas y adolescentes, y que le permiten a los
primeros abordar dicha temática en el contexto del curriculum de enseñanza
y aprendizaje.  Siguiendo el éxito de la iniciativa “Big Ballot materials” (2007),
se desarrolló posteriormente el programa “Small Places” (2012), ideado para
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niños entre el 3er y 4to grado, y “What do you say? (2010). Dichos materiales
fueron elaborados tanto en irlandés como en inglés, siendo distribuidos por
las  escuelas  a  lo  largo  del  país,  siendo  su  público  objetivo  niños  de
educación preescolar y básica.

d) Programa de educación para graduados: Desde
el  año  2002,  el  Defensor  del  Niño  de  Irlanda  ha  estado  realizando  un
seminario anual dedicado exclusivamente a estudiantes graduados. Hasta la
fecha,  cerca  de  600  estudiantes  de  distintas  disciplinas,  tales  como
pedagogía, trabajo social,  entre otras áreas afines,  han formado parte  de
dicho programa. 

d. América Latina

En América Latina la tendencia predominante es la
existencia de Defensorías de la  Niñez que forman parte  del  Ombudsman
General.

En un reciente estudio realizado en el  año 2014
por el Sistema de Información sobre la Primera Infancia en América Latina,
se realizó una muestra a 19 países de la región , en el cual se constata la
existencia en todos los casos analizados de la presencia de un Defensor del
Pueblo,  con  excepción  de  Chile.  Asimismo,  se  concluye  que  es  también
generalizada  la  existencia  de  Defensorías  dedicadas  a  la  Niñez  y
Adolescencia. Doce de los diecinueve países considerados han creado una
Defensoría del Niño independiente o dotado su Defensoría, Procuraduría o
Comisión del Pueblo con un departamento dedicado a la infancia. 

e. Argentina 

En Argentina,  a  partir  de  la  dictación  de  la  Ley
20.061 de Protección Integral de las Niñas, Niños y Adolescentes de 2005,
se  creó  la  figura  del  Defensor  de  los  Derechos  de  las  Niñas,  Niños  y
Adolescentes, cuya misión es “velar por la protección y promoción de sus
derechos”, consagrados en la Constitución, CDN y las leyes nacionales.  La
Ley  contempla  que  la  defensa  de  los  derechos  de  las  niñas,  niños  y
adolescentes  ante  las  instituciones públicas y privadas y  la  supervisión  y
auditoría de la aplicación del sistema de protección integral se realiza tanto
en un nivel Nacional, a través del Defensor de los Derechos de las Niñas,
Niños  y  Adolescentes,  así  como  en  un  nivel  Provincial,  respetando  la
autonomía de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, así
como las instituciones preexistentes.

Asimismo,  las  legislaturas  pueden  designar
defensores en cada una de las jurisdicciones, cuya financiación y funciones
serán  determinadas  por  los  respectivos  cuerpos  legislativos.  A  nivel
Nacional, sin embargo, el Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y
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Adolescentes se encuentra vacante desde la dictación de la ley. De ahí que,
el Defensor del Pueblo de la Nación, a través de su Oficina especializada en
Niñez y Adolescencia, intervenga en el resguardo y promoción de derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, consagrados en la Constitución Nacional así
como en leyes nacionales tales como la Ley Nº 26.061 de Protección Integral
de Derechos, o la Ley de Prohibición del Trabajo Infantil  y Protección del
Trabajo  Adolescente,  entre  otras.  Además,  dado  lo  dispuesto  en  la  ley
20.061, que permite a las Provincias darse su propia institucionalidad, así
como debido al vacío institucional que ha dejado la prolongada vacancia en
el  nombramiento  del  Defensor  a   nivel  nacional,  algunas  Provincias  han
creado un Defensor Provincial de Niños y Adolescentes, como es el caso de
la Provincia de Santa Fe y de Córdoba. A este respecto cabe destacar el
trabajo realizado por la Defensoría de la Provincia de Santa Fe, creada por la
Ley  Provincial  N°  12.967,  y  que  en  virtud  de  un  Convenio  firmado  con
UNICEF-Argentina  crea  el  Observatorio  de  Derechos  de  la  Niñez  y
Adolescencia de la Provincia de Santa Fe. El  Sistema de Información del
Observatorio permite conocer la situación de las niñas, niños y adolescentes
que viven en la Provincia, organizándose la información en torno a grupos y
subcategorías  definidas  de  acuerdo  a  los  derechos  de  niñas,  niños  y
adolescentes, en lo que se considera una primera etapa de la construcción
de un sistema con enfoque de derechos. Lo último supone incorporar los
principios  -comunes  a  todos  los  derechos  humanos-  de  universalidad,
indivisibilidad e interdependencia, así como su exigibilidad y la participación
de niñas, niños y adolescentes en la elaboración de políticas que les atañen
de manera directa.

La Defensoría de Niñas, Niños y Adolescentes de
la Provincia de Santa Fe se ha destacado en la instauración de una nueva
cultura basada en el respeto  de los derechos de niños y niñas. Desde su
origen  y  en  consonancia  con  lo  que  plantea  el  nuevo  paradigma  de
protección  y  promoción  de  derechos  de  niñez  y  adolescencia,  parte  del
trabajo de esta institución está puesto en promover la importancia de una
comunicación  democrática  y  con  enfoque  de  derechos  de  la  niñez  y
adolescencia. Por ello, entre marzo y diciembre de 2013 el Observatorio de
Derechos de la Niñez y la Adolescencia de Santa Fe –en el marco de la
Campaña Provincial  para la Prevención del  Maltrato hacia Niñas,  Niños y
Adolescentes–  tomó  como  objeto  de  estudio  un  universo  de
representaciones que los medios de comunicación construyen sobre niñez y
adolescencia. Los medios de comunicación son uno de los agentes claves
para lograr la sensibilización de la sociedad sobre los derechos de la niñez y
la  adolescencia,  y  para aportar  elementos de análisis  y  denuncia para el
pleno  cumplimiento  de  los  mismos.  Sin  embargo,  muchas  veces  estos
derechos suelen ocupar lugares en los medios a partir de una revictimización
de las niñas, niños y adolescentes afectados. 

En  este  sentido,  la  Defensoría  se  propuso
observar  e  interpelar  a  los  medios  de  comunicación  sobre  el  uso  de  la
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imagen y la identidad de niñas, niños y adolescentes, el lenguaje empleado,
la importancia de la no estigmatización y la necesidad de darles voz cuando
esto no requiera justamente vulnerar su intimidad.  Esta estrategia se basa
en  tres  líneas  de  trabajo:  a)  acciones  para  incidir  en  los  medios  de
comunicación  a  través  de  la  articulación  institucional;  b)  el  monitoreo  de
medios;  y c)  la capacitación a periodistas.  La capacidad de incidencia se
manifestó  en situaciones puntuales  donde la  cobertura  de los  medios  de
comunicación puso o podría poner en riesgo el interés superior de las y los
niños.  A través de articulaciones y comunicaciones con el  Poder Judicial,
redacciones  y  productoras,  la  Autoridad  Federal  de  Servicios  de
Comunicación  Audiovisual  (AFSCA)  y  la  Defensoría  del  Público.  Junto  al
Observatorio de los Derechos de la Niñez y  la Adolescencia de Santa Fe –
en el marco de la Campaña Provincial para la Prevención del Maltrato hacia
Niñas,  Niños y Adolescentes– dieron origen al  Monitoreo de Medios .  Se
plantearon  dos  objetivos:  conocer  si  las  niñas,  niños  y  adolescentes  son
parte de la agenda pública y registrar cómo son mencionados por la prensa.
La ley nacional de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes  (26.061),  la  ley  provincial  de  niñez  (12.967)  y  la  ley  de
Servicios de Comunicación Audiovisual (26.522) dieron el marco necesario
para  la  realización  de  este  relevamiento  de  noticias.  A  partir  de  dicha
legislación  niñas,  niños  y  adolescentes  pasan  a  ser  sujetos  que  tienen
derechos, entre ellos, a ser respetados en su dignidad, reputación y propia
imagen, tal como lo establece el artículo 22 de la ley 26.5222 y el artículo 71
de la ley de Servicios de Comunicación Audiovisual.  La intención de este
primer  relevamiento  exploratorio  fue  realizar  un  diagnóstico  acerca  de  la
difusión de informaciones vinculadas a niñez y adolescencia, reconocer la
presencia  de  esos  contenidos  en  la  agenda  de  los  principales  diarios
impresos de la provincia, analizar en qué fuentes se basan dichos contenidos
(si  existe  diversidad  de  voces,  actores  y  sujetos  y  por  ende,  equilibrio
informativo), cuáles son las fuentes prioritarias consultadas, la profundidad
de las coberturas y si  éstas contribuyen a la promoción y defensa de los
derechos.  Y  a  partir  de  ahí,  brindar  herramientas  a  los  periodistas  y
trabajadoras/es de prensa que ayuden a poner en práctica una comunicación
responsable y con enfoque de derechos.

f. Guatemala 

En  Guatemala,  el  artículo  90  de  la  Ley  de
Protección Integral de la Niñez (Decreto27/2003) crea la Defensoría de los
Derechos de la Niñez y la Adolescencia, entidad que depende directamente
de la Procuraduría de Derechos Humanos, entre cuyas funciones destacan:
a)  el  investigar  las  denuncias  presentadas  o  tramitadas  de  oficio  en  la
relación a la violación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes,
determinar  las  responsabilidades,  ordenar  la  cesación  de  las  violaciones
ocurridas  y  promover  las  medidas  o  denuncias  que  proceden  ante  los
órganos  competentes;  b)  supervisar  instituciones  gubernamentales  y  no
gubernamentales que atienden a niños, niñas y adolescentes, para verificar
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las condiciones en que éstas se encuentran, a efecto de que se adopten las
medidas pertinentes  en la  protección de niños,  niñas y adolescentes,  así
como  darle  seguimiento  al  cumplimiento  de  las  recomendaciones
formuladas;  c)  coordinar  acciones  de  manera  interinstitucional,
gubernamental  y  no  gubernamental  a  nivel  nacional  e  internacional,
especialmente  con  aquellas  que  brindan  protección  a  niños,  niñas  y
adolescentes; y d) realizar acciones de prevención tendientes a proteger los
derechos  humanos  del  niño,  niña  y  adolescente  por  medio  de  pláticas,
conferencias, seminarios, foros, videos, cortos de televisión, radio y prensa
escrita .

g. El Salvador

Una situación similar es la de El Salvador, en la
que  como  parte  integrante  de  la  Procuraduría  para  la  Defensa  de  los
Derechos Humanos existe una Procuraduría Adjunta para la Defensa de los
derechos de la Niñez y la Juventud.  Además de desempeñar las labores
típicas que realizan este tipo de instituciones, destaca la existencia en su
seno de las Unidades Juveniles, creadas por acuerdo institucional en julio de
2002,  y que se encuentran formadas por jóvenes voluntarios de todo el país,
cuyas edades oscilan entre los 15 y 24 años. Entre las actividades de las
Unidades Juveniles a destacar  están: la promoción de capacitaciones en
DDHH,  la  elaboración  de  los  documentos  “Plataforma  de  la  Niñez  y  la
Juventud” de octubre de 2003” y la “Plataforma de la Niñez y la Juventud
2009-2014”, la búsqueda del compromiso de funcionarios públicos con las
demandas de la  Plataforma de la  niñez y la  juventud,  la  observancia del
cumplimiento de las obligaciones del Estado en relación a los derechos de la
niñez y adolescencia,  la realización de campañas comunicacionales, tales
como  la  “Campaña  por  la  Adhesión  del  Estado  de  El  Salvador  a  la
Convención  Iberoamericana  de  Derecho  de  los  Jóvenes”,  en  la  cual  se
recogieron  35  mil  firmas,  la  organización  del  Festival  de  la  Juventud  en
agosto de cada año, entre otras actividades.

Consideraciones Finales

A  modo  de  síntesis,  dos  interrogantes  pueden
resumir a grandes rasgos lo hasta aquí expuesto.

• ¿Cuál es el rol de las Defensorías del Pueblo en la
gestión de la conflictividad y situación de vulneración de los niños, niñas y
adolescentes, y qué mecanismos tienen para ello?

Se  trata  de  un  mecanismo  no  judicial  o  cuasi-
judicial, órgano de control persuasivo, no coactivo que ayuda a enfatizar la
vigencia  de  los  derechos  que  se  les  han  conferido  a  los  niños,  niñas  y
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adolescentes  establecidos en la  Convención de los Derechos del  Niño,  y
otros instrumentos internacionales que la complementan y la desarrollan.

Para  cumplir  a  cabalidad  con  esta  función,  la
creación  de  instituciones  como  el  Defensor  del  Niño  fortalece  a  las
Instituciones de Derechos Humanos, siendo un órgano específico encargado
de velar por los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

¿Qué  efectos  tiene  la  intervención  de  la
Defensoría en la formulación o reformulación de políticas públicas en materia
de infancia?

Contribuye  al  bienestar  general  de  la  niñez,
haciendo  conciencia  de  su  problemática  que  debe  ser  asumida  como
prioritaria.

Exposición del señor Hernán Fernández

El Abogado especialista en temas de niñez y
familia,  señor  Hernán  Fernández,  inició  su  presentación  resaltando  la
técnica legislativa que presenta el proyecto de ley en estudio, indicando que
la  iniciativa  aborda  de  manera  adecuada  los  diversos  aspectos  que
contempla la creación de una Defensoría de los Derechos de la Niñez.

Sin perjuicio de lo anterior,  en lo referente a las
funciones  y  atribuciones  propuestas  para  el  Defensor  en  el  mencionado
proyecto, señaló que es conveniente que este último cuente con facultades
para requerir información no sólo a las personas jurídicas de derecho privado
que tengan por objeto principal la promoción o protección de los derechos de
los menores, sino que respecto de toda entidad que se vincule con niños,
niñas y adolescentes, a fin de que tal organismo pueda interiorizarse de la
problemática  que  al  interior  de  dichos  establecimientos  padecen  los
menores. 

Lo anterior, agregó, a fin de evitar formalismos que
puedan  evitar  que  el  Defensor  desempeñe  eficazmente  sus  labores.  En
efecto,  explicó que podría darse el  caso de que una entidad, al  no tener
como  objeto  principal  a  las  aludidas  acciones,  se  excusara  de  los
requerimientos efectuados por dicho organismo, obstaculizando de ese modo
la función visibilizadora encomendada a la Defensoría.

Ejemplo  de  ello,  subrayó,  sería  el  caso  de  que
entidades que si bien formalmente no tienen el objeto antes aludido, por lo
que respecto de ellas el Defensor no podría requerir información, cometan o
hayan  cometido  vulneraciones  graves  en  contra  de  los  derechos  de  los
niños, niñas y adolescentes, situaciones que pudiesen quedar al margen de
la protección de no ampliar las atribuciones de la institución en comento.
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Piénsese por un momento, subrayó, en los lamentables hechos acaecidos al
interior de Colonia Dignidad.

Por otra parte, en lo referente a las atribuciones
del Defensor en materia judicial, si bien destacó la prohibición de que este
último actúe, por regla general, en calidad de parte en los procesos ante
tribunales,  señaló  que  su  facultad  excepcional  para  deducir  querellas
criminales debiese ser extendida respecto de cualquier delito cometido en
contra de un menor, debiendo también reflexionar acerca de la posibilidad de
que  aquél  pueda  deducir  alguna  acción  especial  de  relevancia,  como  la
acción de protección o de amparo en materia constitucional.

Posteriormente, indicó que tal como el Consejo de
Defensa del Estado recibe constantemente información sobre cuestiones en
las cuales se puede ver involucrado el interés fiscal, para que luego dicho
organismo decida discrecionalmente las medidas que adoptará al respecto,
debiese  establecerse  un  deber  de  comunicación  hacia  el  Defensor  de
naturaleza similar, a fin de que luego de recepcionada tal información, este
último pudiese decidir, conforme a sus atribuciones legales, las acciones que
adoptará  para  otorgar  la  protección  requerida  respecto  de  niños,  niñas  y
adolescentes.

Por último, indicó que resalta que la iniciativa en
examen considere la creación de un órgano autónomo y especializado en
materia de defensa de los derechos de la niñez, indicando que ello refleja
que la especificación de las labores en este sector constituye una garantía
seria  y  responsable  para  el  desempeño  eficaz  de  las  funciones
encomendadas al Defensor.

Exposición de la señora Delia Del Gatto

La  ex  Directora  del  Servicio  Nacional  de
Menores, señora Delia Del Gatto, comenzó su presentación señalando que
la Observación General N°2, emitida en el año 2002 por el Comité de los
Derechos del Niño, es la que establece que todos los Estados necesitan una
institución de derechos humanos independiente, encargada de promover y
proteger los derechos del niño, relevando el rol  esencial  que cumplen los
Defensores  del  Niño  en  el  seguimiento,  promoción  y  protección  de  sus
derechos y por último, alentando a los Estados signatarios de la Convención
sobre los Derechos del  Niño a que fomenten la  creación de instituciones
independientes para la defensa de dichos derechos.

I. Sobre las estructuras legales indispensables
en materia de infancia

En este punto, señaló que un Defensor de la Niñez
debe ser parte de un Sistema de Protección Integral de los derechos de los
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menores.  A  su  vez,  agregó,  dicho  sistema  debe  contar  con  estructuras
legales  e  institucionales  que  permitan  cumplir  los  mandatos  que  la
mencionada Convención le exige a los países suscriptores de ella.

En  tal  sentido,  expresó  que  en  las  estructuras
legales necesarias para desplegar dicha institucionalidad, la iniciativa más
relevante es la Ley de Garantía de Derechos de la Niñez, actualmente en
tramitación  en  la  Cámara  de  Diputados,  la  cual  fija  los  parámetros  de
desarrollo de una política de protección universal.

En seguida, indicó que en materia de estructuras
institucionales se debe contar con los siguientes organismos:

a) Un órgano rector a cargo de la Política Nacional
de Infancia y todo lo que ello implica (en concreto, el Ministerio de Desarrollo
Social) (Política Protección Universal).

b) Una Subsecretaría de la Niñez (actualmente en
inicio de trámite legislativo en el Senado).

c) Un Servicio de Protección Especial.

d)  Un  Servicio  a  cargo  de  los  niños,  niñas  y
adolescentes infractores de ley.

e)  Una  institucionalidad  local  o  despliegue
territorial

II. Acerca del Defensor de los Derechos de la
Niñez

En  conformidad  con  las  estructuras  legales  e
institucionales  antes  indicadas,  afirmó,  se  debe asumir  la  creación  de un
Defensor que revista las siguientes características.

a)  Ser  un órgano de garantía  de derechos para
todos los niños, niñas y adolescentes (política universal).

b) Tener rango constitucional.

c)  Ser  independiente  de  todo  poder,  con
autonomía funcional, patrimonio y personalidad jurídica propia.

d)  Contar  con  atribuciones  que  permitieren  la
denuncia  ante  la  autoridad  administrativa  y  judicial  competente  de  las
falencias u omisiones de los sistemas de protección especial y de infractores
de ley para niños, niñas y adolescentes.
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e)  Poseer  atribuciones  para  supervisar  las
entidades públicas y privadas que se dediquen a la atención de menores,
tanto  en  su  línea  proteccional,  como  también  en  la  educacional
(vulneraciones por  omisión o acción de los entes intervinientes) debiendo
denunciar  ante  las  autoridades  competentes  cualquier  irregularidad  que
amenace o vulnere los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

En relación  a este  punto,  agregó,  es importante
recordar  que  el  Comité  de  los  Derechos  del  Niño,  al  efectuar  las
recomendaciones al  Estado  de  Chile  en  los  años  2002 y  2007,  enfatizó,
especialmente,  la  necesidad  de  fortalecer  el  trabajo  sobre  denuncias,
indicando que en base a la Observación General N° 2 y a los Principios de
Paris,  debe  existir  una  institución  de  derechos  humanos  facultada  para
recibirlas.

f)  Realizar  investigaciones  sobre  cualquier
situación de violación de los derechos del niño, ya sea por denuncia o por
propia iniciativa.

g) Vigilar, monitorear y controlar la implementación
de las políticas públicas universales y especiales relativas a la niñez y a la
adolescencia.

h)  Contar  con  facultades  expresas  para
inspeccionar  periódicamente  los  organismos  públicos  o  privados  y  sus
dependencias  donde  se  ejecuten  las  medidas  de  Protección  tanto  las
Ambulatorias  como  las  Residenciales,  luego  de  lo  cual  debiera  poder
formular  recomendaciones  orientadas  a  los  tres  poderes  del  Estado
(Ejecutivo, Judicial y Legislativo) si así lo ameritase.

i)  Contar  inicialmente  con un despliegue a  nivel
Regional  que  le  permitiera  ejercer  sus  funciones  de  supervigilancia  y  de
representación de falencias u omisiones, con mayor cercanía y oportunidad
hacia los menores que pudiesen sufrir alguna vulneración a sus Derechos en
comunidades lejanas (salud, educación, protección especial, entre otros).

j)  Comunicarse  directamente  con  las
organizaciones  regionales  e  internacionales  de  Derechos  Humanos  e
intervenir  judicialmente  ante  los  Tribunales  internacionales,  si  así  se
requiriera.

Sobre este punto, precisó que el Estado de Chile
ratificó el Tercer Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos
del Niño, que permite mecanismos de denuncias individuales ante el Comité
de  los  Derechos  del  Niño  por  violaciones  y  vulneraciones  graves  de
derechos,  pudiendo  en  esos  casos  el  Defensor  acudir  al  sistema
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internacional de dicho Comité y a los sistemas jurisdiccionales propiamente
tales.

Por último, en relación a la legitimación activa del
Defensor para poder representar a menores ante tribunales, señaló que, en
su opinión, aquél, excepcionalmente, frente a situaciones de alarma pública,
debiese estar habilitado para actuar en materias relativas a vulneración de
derechos,  en  tanto  no  entenderse  una  ausencia  de  dicho  organismo  en
situaciones de dicha naturaleza.

Posterior  a  las  exposiciones  antes  descritas,
los  Honorables  señores  Senadores  efectuaron  las  siguientes
observaciones.

El  Honorable  Senador  señor  Letelier,  señaló
que  los  puntos  antes  indicados  por  los  expositores  deben  ser  luego
estudiados  y  debatidos  en  la  discusión  en  particular  de  la  iniciativa,
especialmente en lo que respecta a las atribuciones con las que contará el
Defensor  de  los  Derechos  de  la  Niñez,  en  referencia  al  modelo  de
magistratura de opinión adoptado por el proyecto de ley en análisis.

El Honorable Senador señor Quintana, expresó
que en materia de niñez deben primar los hechos y situaciones materiales
por sobre los formalismos jurídicos, especialmente al momento de establecer
las funciones de la Defensoría. Lo anterior, añadió, a fin de que el Defensor
pueda visibilizar todas aquellas situaciones en donde está en entredicho el
goce  y  respeto  efectivo,  por  parte  del  menor,  de  sus  derechos,
independientemente de las competencias que al respecto tengan asignados
otros organismos estatales.

-  En  votación  este  proyecto  de  ley,  fue
aprobado  en  general,  por  cuatro  votos  a  favor,  de  los  Honorables
Senadores  señores  Patricio  Walker  Prieto  (Presidente),  Juan  Pablo
Letelier  Morel,  Manuel  José  Ossandón  Irarrázabal  y  Jaime  Quintana
Leal, y la abstención de la Honorable Senadora señora Jacqueline Van
Rysselberghe Herrera.

Se deja constancia que la Honorable Senadora
señora Van Rysselberghe fundamentó su voto señalando que,  en su
opinión, la configuración de una Defensoría de los Derechos de la Niñez
que no cuente con atribuciones de defensa jurídica y representación
judicial, especialmente en procedimientos de vulneración de derechos
de los menores, no entrega un mayor aporte a la protección de tales
derechos.  En efecto,  agregó,  no cree conveniente  la  creación de un
órgano  meramente  observador  en  este  contexto,  en  tanto  el  mismo
objetivo pudiese ser alcanzado mediante la generación de una unidad
especializada en el Instituto Nacional de Derechos Humanos.
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- - - - - - - - 

En  consecuencia,  vuestra Comisión  Especial
encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y
adolescentes, os recomienda que aprobéis, en general el proyecto de ley en
informe, cuyo tenor es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I
Objeto y funciones

Párrafo 1° Disposiciones Generales

Artículo  1º.  Créase  la  “Defensoría  de  los
Derechos  de  la  Niñez”,  en  adelante  también  “la  Defensoría”  como  una
corporación  autónoma  de  derecho  público,  con  personalidad  jurídica  y
patrimonio propio.

Su domicilio será la ciudad de Santiago.

Artículo 2º. La Defensoría de la Niñez tendrá por
objeto  la  difusión,  promoción  y  protección  de  los  derechos  de  que  son
titulares  los  niños  y  niñas  que  se  encuentren  dentro  del  territorio  de  la
República,  reconocidos en la  Constitución  Política  de la  República,  en  la
Convención  sobre  los  Derechos  del  Niño  y  en  los  demás  tratados
internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como en
la  legislación  nacional,  velando  por  su  interés  superior,  respecto  de  los
órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que
tengan por objeto principal  la promoción o protección de derechos de los
niños y niñas.

Artículo  3º.  La  Defensoría  desempeñará  sus
funciones con autonomía de las instituciones públicas.

Sin perjuicio de lo anterior, la Defensoría ejercerá
sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otros órganos del
Estado vinculados a la promoción y protección de los derechos humanos,
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tales  como,  el  Instituto  Nacional  de  Derechos  Humanos  y  demás
instituciones que se establezcan en el futuro.

Párrafo 2° Funciones y atribuciones

Artículo  4º.  Corresponderá  especialmente  a  la
Defensoría de la Niñez:

a) Difundir, promover y defender los derechos de
los niños y niñas de acuerdo a lo que establece la presente ley.

b)  Derivar  al  órgano  competente,  cuando
corresponda,  aquellas  peticiones  que  reciba  sobre  asuntos  que  se  le
formulen, dentro del ámbito de sus competencias.

En el  ejercicio  de esta atribución,  podrá  realizar
recomendaciones específicas sobre las materias objeto de las peticiones que
reciba, de conformidad a lo dispuesto por el literal f) de este artículo.

La Defensoría de la Niñez no podrá pronunciarse
sobre un asunto que se encuentre en trámite ante los Tribunales de Justicia
o ante  el órgano de la Administración del Estado competente. Sin embargo,
podrá efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o
emitir opiniones en relación con la materia de que se trate, de conformidad
con las letras f) y h) de este artículo.

c) Intermediar o servir de facilitador entre los niños
y niñas y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas
jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o
protección  de  derechos  de  los  niños  y  niñas,  cuando  haya  tomado
conocimiento,  de  oficio  o  a  petición  de  parte  de  actos  u  omisiones  que
pudieren vulnerar los derechos de los niños y niñas.

d) Observar y hacer seguimiento a la actuación de
los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de
derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de
derechos de los niños o niñas.

e) Requerir antecedentes o informes a los órganos
de la Administración del  Estado o aquellas personas jurídicas de derecho
privado que tengan por  objeto  principal  la  promoción o  protección  de los
derechos  de  los  niños  y  niñas,  cuando,  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles
vulneraciones a los derechos de niños y niñas por actos u omisiones de las
entidades.
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f) Emitir informes y recomendaciones que tengan
por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.

g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los
niños  y  niñas  ante  el  órgano  administrativo  o  judicial  competente,  según
corresponda, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.

h) Actuar como amicus curiae ante los tribunales
de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su
opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las
materias relativas a su competencia. La presentación de la opinión escrita no
conferirá  a  la  Defensoría  la  calidad de parte  ni  suspenderá  o  alterará  la
tramitación del procedimiento. 

i)  Promover  el  cumplimiento  de  la  Convención
sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a
los derechos de los niños y niñas ratificados por Chile y que se encuentren
vigentes, en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.

j) Promover la adhesión o ratificación de tratados e
instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas.

k)  Visitar  los  centros  de  privación  de  libertad,
centros  residenciales  de  protección  y  cualquier  lugar  en  que  un  niño
permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado,
sin  perjuicio  de  las  facultades  de  los  demás  organismos  públicos
competentes en la materia, con los que deberá actuar coordinadamente.

l)  Recoger,  facilitar  y  difundir  la  opinión  de  los
niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración.

m)  Colaborar  con  el  Instituto  Nacional  de
Derechos Humanos, en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de
los informes que deba presentar a los órganos y comités especializados de
las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como
ante otras organizaciones internacionales.

n)  Celebrar  convenios  de  colaboración  y
cooperación  con  organismos  públicos  y  privados  nacionales  o
internacionales.

o) Las demás funciones y atribuciones que la ley
le otorgue.

Artículo 5°. El interés superior del niño o niña, su
derecho a ser oído y la autonomía progresiva, son principios rectores que la
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Defensoría  tendrá  siempre  en  consideración  al  conocer  y  pronunciarse
respecto de cualquier petición que se le formule.

Artículo 6°.  La presentación de las peticiones a
que se refiere la letra b) del  artículo 4° de la presente ley, no obstará el
ejercicio de las acciones legales contempladas por el ordenamiento jurídico,
ni suspenderá o interrumpirá sus términos de prescripción o caducidad.

Artículo 7°. Las derivaciones o recomendaciones
que la  Defensoría  realice,  se  comunicarán al  jefe  superior  del  respectivo
servicio  del  Órgano  del  Estado  o  al  representante  legal  de  las  personas
jurídicas de derecho privado señaladas en el artículo 2° de esta ley, según
corresponda, sin perjuicio de que podrán además ser incorporadas  en el
Informe Anual de la Defensoría.

Artículo  8°.  La  información  y  antecedentes
recibidos por la Defensoría no podrán ser empleados para fines ajenos al
ámbito  de sus competencias.  Su tratamiento deberá siempre respetar  los
derechos  y  las  garantías  constitucionales  y  legales,  especialmente  lo
dispuesto en la ley N° 19.628 sobre Protección de la Vida Privada. 

Todos los actos y resoluciones de la Defensoría,
así  como  sus  fundamentos  y  los  procedimientos  que  se  utilicen,  serán
públicos, exceptuando aquella información que, en virtud del artículo 8º de la
Constitución  Política  de  la  República,  tenga  el  carácter  de  reservado  o
secreto. En lo demás, la Defensoría estará sujeta a las normas de la ley N°
20.285 sobre Acceso a la Información Pública.

TÍTULO II ORGANIZACIÓN

Párrafo 1° Organización interna

Artículo  9. En  su  organización  interna,  la
Defensoría se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus
estatutos, los que establecerán sus normas de funcionamiento. Los estatutos
y  sus  modificaciones  serán  propuestos  por  el  Defensor  de  la  Niñez  al
Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto
supremo  expedido  a  través  del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia.  Con  todo,  los  estatutos  deberán  ajustarse  a  los  principios
internacionales  que  rigen  a  las  instituciones  nacionales  de  promoción  y
protección de los derechos humanos.

Párrafo 2° Del Defensor

Artículo 10. El Defensor de la Niñez, en adelante
“el Defensor”, será el Director y representante legal de la Defensoría y estará
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encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las
atribuciones entregadas a la Defensoría de la Niñez.

El  Defensor  será  designado  por  acuerdo  del
Senado,  adoptado por  mayoría  absoluta  de sus miembros en ejercicio,  a
partir  de  una  propuesta  del  Consejo  Directivo  del  Instituto  Nacional  de
Derechos  Humanos,  previo  concurso  público.  Durante  éste,  el  Consejo
Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil
vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y
niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo hará
una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso. 

El  nombramiento  del  Defensor  será  formalizado
mediante  Decreto  Supremo  expedido  a  través  del  Ministerio  Secretaría
General de la Presidencia.

El Defensor durará cinco años en su cargo y no
podrá ser designado por un nuevo periodo.

Los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en
que el  defensor  designará  a su  subrogante  y las  normas que rijan dicha
subrogancia.

Artículo  11. Para  ser  nombrado  Defensor  se
requiere:

a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.

b)  No  encontrarse  sujeto  a  alguna  de  las
inhabilidades para ingresar a la Administración del Estado.

c)  No  encontrarse  inhabilitado  para  trabajar  con
niños ni figurar en el registro de inhabilitaciones para ejercer funciones en
ámbitos  educacionales  o  con  menores  de  edad,  que lleva  el  Servicio  de
Registro Civil e Identificación, en conformidad a la ley N° 20.594 que Crea
Inhabilidades  para  Condenados  por  Delitos  Sexuales  contra  Menores  y
Establece Registro de Dichas Inhabilidades.

d) Encontrarse en posesión de un título profesional
y tener a lo menos cinco años de experiencia profesional.

e) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito
de la defensa de derechos de los niños y niñas.

Artículo  12.  No  podrán  ser  Defensor  los
diputados,  los  senadores,  los  alcaldes,  los  concejales,  los  consejeros
regionales, los jueces, los fiscales del Ministerio Público, los funcionarios de
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la Administración del Estado, ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de
Orden y Seguridad Pública.

El  cargo  de  Defensor  será  de  dedicación
exclusiva. El ejercicio de cualquier actividad profesional, comercial o laboral
será incompatible con el cargo de Defensor, con la excepción de los cargos
docentes según lo dispuesto en la letra a) del artículo 87 del decreto con
fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto
refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, Sobre Estatuto
Administrativo; el ejercicio de los derechos que le atañen personalmente; la
percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable, y
los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.

El  Defensor  no  podrá  tomar,  en  las  elecciones
populares o en los actos que las preceden, más parte que la de emitir su voto
personal;  ni  participar  en  reuniones,  manifestaciones  u  otros  actos  de
carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro de
la Defensoría.

El  Defensor  deberá  cesar  en  cualquiera  de  las
actividades incompatibles, de conformidad a los incisos anteriores, antes de
asumir el cargo. Si incurre en incompatibilidad, cesará en el cargo por el solo
ministerio de la ley.

Artículo 13. El Defensor podrá ser removido por la
Corte Suprema, por inhabilidad sobreviniente en virtud de la concurrencia de
alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del
artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta
e inexcusable en el ejercicio de sus funciones, a requerimiento del Senado
mediante acuerdo adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio. La
Corte conocerá del  asunto en pleno especialmente convocado al efecto y
para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de
sus miembros en ejercicio.

Removido el Defensor, se deberá proceder en el
plazo  más  breve  posible  al  nombramiento  del  nuevo  Defensor,  de
conformidad con lo establecido en el artículo 10 precedente.

Asimismo,  el  Defensor  cesará  en  su  cargo  al
cumplir setenta y cinco años de edad.

Una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier
causal,  el  Defensor  no  podrá  optar  a  cargos  de  elección  popular  sino
después de transcurridos dos años desde la cesación del mismo. 

En los casos de muerte o renuncia del Defensor,
el  Senado  declarará  la  vacancia  en  cuanto  tome  conocimiento  de  la
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circunstancia que la motiva, y a contar de la fecha en que haya ocurrido.
Declarada la vacancia regirá lo establecido en el inciso anterior.

Artículo  14.  Corresponderá  especialmente  al
Defensor: 

a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, y
velar por el cumplimiento de sus objetivos.

b) Ejercer las funciones que le sean entregadas a
la Defensoría.

c)  Representar  judicial  y  extrajudicialmente  a  la
Defensoría.

d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de
la institución. Esta delegación deberá ser parcial y en materias específicas.

e) Las demás funciones y atribuciones que la ley
le otorgue.

Artículo  15.  El  Defensor  deberá  presentar
anualmente  un  Informe  ante  el  Presidente  de  la  República,  el  Congreso
Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, el que deberá contener, a lo
menos, lo siguiente:

a) Las actividades desarrolladas, relacionadas al
cumplimiento de su  mandato legal.

b) La situación nacional en materia de derechos
de los niños y niñas.

c)  El  cumplimiento  efectivo  de  las  obligaciones
relativas  a  los  derechos  de  los  niños  y  niñas  por  parte  de  los  sujetos
señalados  en  el  artículo  2°  de  la  presente  ley,  incluyendo  una  opinión
fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus
requerimientos.

d)  El  estado  de  cumplimiento  de  las  solicitudes
que se realicen conforme a lo dispuesto en la letra e) del artículo 4° de la
presente ley; especialmente su omisión o retardo.

e)  La  situación  de  los  niños  y  niñas  que  se
encuentran en centros de privación de libertad y centros residenciales de
protección, sea que reciban o no recursos por parte del Estado.
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f)  Las  recomendaciones  generales  que  estime
convenientes para el resguardo de los derechos de los niños y niñas.

El  informe  será   público  y  deberá  difundirse  a
través  de  mecanismos  idóneos  que  permitan  su  conocimiento  por  la
ciudadanía y, en especial, por parte de los niños y niñas.

Artículo 16.  En el  ejercicio de sus funciones, el
Defensor no podrá intervenir en calidad de parte o perito en procedimientos
judiciales o administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra h) del
artículo 4° de la presente ley. 

En  caso  que,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,
conozca  cualquier  crimen  o  simple  delito  cometido  contra  niños  o  niñas,
deberá denunciarlo ante el órgano competente.

En  el  caso  de  hechos  que  revisten  carácter  de
crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición
forzada  de  personas,  tráfico  ilícito  de  migrantes  o  trata  de  personas,  el
Defensor deberá, además, poner los antecedentes a disposición del Instituto
Nacional  de Derechos Humanos, para los fines previstos en el  artículo 3,
número 5, de la ley N° 20.405.

Excepcionalmente  el  Defensor  podrá,  en  causas
que produzcan alarma pública y exijan pronta solución por su gravedad y
relevancia para los derechos de los niños y niñas, deducir querellas, siempre
que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos
5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del
Código Penal.

Párrafo 3°

Del Consejo Consultivo

Artículo  17.  El  Consejo  Consultivo,  en  adelante
también “el Consejo”, será un órgano colegiado asesor del Defensor que se
conformará con representantes de la sociedad civil,  de organizaciones de
niños  y  niñas  y  de  las  Universidades  reconocidas  por  el  Estado  y
acreditadas. Para estos efectos, la Defensoría deberá llevar un registro de
las  organizaciones señaladas. Los estatutos de la Defensoría establecerán
los requisitos para la inscripción en el registro, y la manera de proceder a la
elección e integración de los representantes del Consejo. 

El Consejo tendrá dentro de sus funciones la de
asesorar al Defensor en todas aquellas cuestiones de su competencia que
requieran  del  pronunciamiento  de  la  sociedad  civil  para  su  adecuada
resolución. Además, recibirá y canalizará  las opiniones y las propuestas de



61

la sociedad civil en torno a la Defensoría y su rol, dentro del ámbito de sus
competencias.

Los  estatutos  de  la  Defensoría  establecerán  los
mecanismos y formas en que el Consejo prestará su asesoría al Defensor.
Los consejeros serán ad-honorem.

Título III

Personal y patrimonio

Artículo 18.  Las personas que presten servicios
para la Defensoría se regirán por el  Código del Trabajo. Con todo, serán
aplicables a este personal las normas de probidad contenidas en la ley N°
20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos
de  Intereses  y  las  disposiciones  del  Título  III  de  la  Ley  Orgánica
Constitucional  de Bases Generales de la Administración del  Estado,  cuyo
texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  fue  fijado  por  el  decreto  con
fuerza  de  ley  Nº  1,  de  2001,  del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia,  debiendo dejarse  constancia  en  los  contratos  respectivos  de
una cláusula que así lo disponga.

Quienes  desempeñen  funciones  directivas  en  la
Defensoría serán seleccionados mediante concurso público efectuado por el
Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de
selección de la Alta Dirección Pública establecidos en el Título VI de la ley N°
19.882 que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos
que Indica. Su nombramiento será realizado por el Defensor.

Al personal se le aplicará lo dispuesto en la letra k)
del artículo 61  del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio
de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº
18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El Defensor será sujeto pasivo de la ley Nº 20.730
que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares
ante  las  Autoridades  y  Funcionarios,  y  deberá  realizar  declaración  de
patrimonio  e  intereses  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  ley  N°  20.880,  ya
referida.

El  Defensor  percibirá  una  remuneración  bruta
mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado.
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Artículo 19. La Defensoría deberá cumplir con las
normas  establecidas  en  el  decreto  ley  Nº  1.263,  de  1975,  sobre
Administración Financiera del Estado. Adicionalmente, el estado de ingresos
y gastos deberá estar disponible en la página web de la Defensoría.

Asimismo,  la  Defensoría  estará  sometida  a  la
fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a
su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.

Las resoluciones del Defensor de la Niñez estarán
exentas  del  trámite  de  toma  de  razón  por  la  Contraloría  General  de  la
República.

Artículo 20. El patrimonio de la Defensoría estará
formado por:

a) Los aportes que anualmente le destine la Ley
de Presupuestos del Sector Público.

b)  Los  bienes  muebles  e  inmuebles  que  se
transfieran a la Defensoría o que ésta adquiera a cualquier título, y los frutos
de dichos bienes.

c)  Las  donaciones,  herencias  o  legados  que  le
hagan, las que estarán exentas del trámite de la insinuación a que se refiere
el  artículo  1401   del  Código  Civil  y  del  impuesto  a  las  herencias,
asignaciones y donaciones establecido en la ley N°16.271 sobre Impuesto a
la Herencia, Asignaciones y Donaciones.

d) Los aportes de la cooperación internacional que
reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.

Artículo 21.  Los actos del Defensor de la Niñez
que requieran para su aprobación de decreto supremo se dictarán a través
del Ministerio Secretaría  General de la Presidencia.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo  primero. La  presente  ley  entrará  en
vigencia diez meses después de publicada en el Diario Oficial.

La primera designación del Defensor de la Niñez
se hará a los sesenta días de la entrada en vigencia de la presente ley.

La  Defensoría  de  la  Niñez  se  entenderá
legalmente constituida una vez que el primer Defensor haya sido designado.



63

El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo
18 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la
Defensoría.

Artículo  segundo.-  El  mayor  gasto  fiscal  que
represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de
su vigencia, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03-
104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos
del año respectivo.”.

- - - - - - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 9 y
16  de  agosto  de  2016,  con  asistencia  de  los  Honorables  Senadores
señores Patricio  Walker Prieto (Presidente), Juan Pablo  Letelier Morel,
Manuel José Ossandón Irarrázabal, Jaime Quintana Leal y Jacqueline
Van Rysselberghe Herrera.

Sala de la Comisión, a 23 de agosto de 2016.

ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA
Abogado Secretario de la Comisión
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RESUMEN EJECUTIVO

INFORME  DE  LA  COMISIÓN  ESPECIAL  ENCARGADA  DE  TRAMITAR
PROYECTOS  DE  LEY  RELACIONADOS  CON  LOS  NIÑOS,  NIÑAS  Y
ADOLESCENTES,  RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY,  EN PRIMER
TRÁMITE  CONSTITUCIONAL,  QUE  CREA  LA  DEFENSORÍA  DE  LOS
DERECHOS DE LA NIÑEZ.

BOLETÍN Nº 10.584-07

I. OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: crear
la  Defensoría  de  los  Derechos  de  la  Niñez,  como  una  corporación
autónoma  de  derecho  público,  con  personalidad  jurídica  y  patrimonio
propio,  cuya  finalidad  sea  la  difusión,  promoción  y  protección  de  los
derechos de los niños y niñas,  a fin de que su rol  de persuasión sea
fundamental para cumplir con los objetivos del sistema de garantías de
tales derechos, velando siempre por el interés superior de la niñez.

II. ACUERDOS: aprobado en general 4x1 abstención.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: el
proyecto de ley en referencia está estructurado sobre la base de veintiún
artículos permanentes y dos transitorios.

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: el inciso segundo del artículo 8° del
proyecto reviste el carácter de ley de quórum calificado, en tanto asume
los  criterios  establecidos  en  el  inciso  segundo  del  artículo  8°  de  la
Constitución Política de la República para fijar la reserva o secreto de los
actos y resoluciones de la Defensoría de los Derechos de la Niñez, así
como sus fundamentos y procedimientos. Tales criterios son el debido
cumplimiento de las funciones del órgano, los derechos de las personas,
la seguridad de la Nación o el interés nacional.

Los incisos segundo y tercero del artículo 19 de la iniciativa se relacionan
con  las  funciones  y  atribuciones  de  la  Contraloría  General  de  la
República, en los términos del inciso primero del artículo 98 y del inciso
final del artículo 99 del texto constitucional. 

Lo anterior, en tanto el  referido inciso segundo explicita que el órgano
contralor fiscalizará a la Defensoría en lo que concierne a su personal y al
examen y juzgamiento de sus cuentas,  mientras que el  aludido inciso
tercero,  a  su  turno,  excluye  del  trámite  de  toma  de  razón  a  las
resoluciones  del  Defensor  de  la  Niñez.  Ello  en  concordancia,  con  lo
resuelto  por  el  Tribunal  Constitucional  en  sus sentencias  roles  Nos 45
(considerandos 5° y 6°), 63 (considerando 4°), 384 (considerando 11°),
2.619 (considerando 26°) y 2.672 (considerando 7°), entre otras.
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V. URGENCIA: no presenta.

VI. ORIGEN E INICIATIVA: Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primer trámite.

VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: ingresó al Senado con fecha 22
de marzo de 2016, dándose cuenta en la sesión 3ª ordinaria, de la misma
fecha,  pasando  a  la  Comisión  de  Constitución,  Legislación,  Justicia  y
Reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, en la sesión 25ª ordinaria, de
fecha 21 de junio de 2016, la Sala del Senado acordó que la iniciativa en
estudio sea informada por la Comisión Especial  encargada de tramitar
proyectos de ley relacionados con niños, niñas y adolescentes.

IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe.

X. LEYES  QUE  SE  MODIFICAN  O  QUE  SE  RELACIONAN  CON  LA
MATERIA: 

a. Derecho Interno

1. Constitución Política de la República. Artículo 8°.

2.- Ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

3. Ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.

4. Ley N° 20.594, que crea inhabilidades para condenados por delitos
sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades.

5.  Decreto  con  Fuerza  de  Ley  N°  29,  de  2004,  del  Ministerio  de
Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley
N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Artículos 61 y 87, letra a).

6. Código Orgánico de Tribunales. Artículo 256, números 1°, 5°, 6°, 7°
y 8°.

7. Ley N° 20.405, del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Artículo
3, número 5.

8. Código Penal. Artículo 142 y párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y
3° del Título VIII, ambos del Libro Segundo.

9. Ley N° 20.880, sobre probidad de la función pública y prevención de
los conflictos de intereses.



66

10. Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría
General  de  la  Presidencia,  que  fija  texto,  refundido,  coordinado  y
sistematizado  de  la  ley  N°  18.575,  Orgánica  Constitucional  de  Bases
Generales de la Administración del Estado. Título III.

11.  Ley  N°  19.882,  que  regula  la  nueva  política  de  personal  a  los
funcionarios públicos que indica. Título VI.

12. Ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen
intereses particulares y ante las autoridades y funcionarios.

13. Decreto Ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, sobre
Administración Financiera del Estado.

14. Código Civil. Artículo 1.401.

15.  Ley  N°  16.271,  sobre  impuesto  a  la  herencia,  asignaciones  y
donaciones.

b. Derecho Internacional

1.- Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, de
1989,  incorporada  a  nuestra  normativa  interna  mediante  decreto
supremo  N°  830,  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  de  27  de
septiembre de 1990.

2.- Observaciones Generales del Comité de Derechos del Niño de 
las Naciones Unidas a Chile de los años 2002 (considerando N° 13), 
2007 (considerando N° 15) y 2014 (recomendación N° 19).

Sala de la Comisión, a 23 de agosto de 2016.

ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA
Abogado Secretario 


